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VERSION TAQUIGRAFICA. 

I. ASISTENCIA. 

Asistieron los señores: 

—Acuña Rosas, Américo; 

—Aguirre Doolan, Humberto; 

—Ballesteros Reyes, Eugenio; 

—Bossay Leiva, Luis; 

—Bulnes Sanfuentes, Francisco; 

—Carmona Peralta, Juan de Dios; 

—Diez Urzúa, Sergio; 

—Foncea Aedo, José; 

—Frei Montalva, Eduardo; 

—García Garzena, Víctor; 

—Hamilton Depassier, Juan; 

—Irureta Aburto, Narciso; 

—Jarpa Reyes, Sergio Onofre; 

—Lavandero Illanes, Jorge; 

—Moreno Rojas, Rafael; 

—Musalem Saffie, José; 

—Noemi Huerta, Alejandro; 

—Ochagavía Valdés; Fernando; 

—Papic Ramos, Luis; 

—Prado Casas, Benjamín; 

—Silva Ulloa, Ramón; 

—Valenzuela Sáez, Ricardo; 

—Von Mühlenbrock Lira, Julio; 

—Zaldívar Larraín, Andrés; y 

Los Diputados acusadores señores: 

—Andrés Aylwin Azocar; 

—Enrique Krauss Rusque; y 

—Germán Riesco Zañartu. 

Actuó de Secretario el señor Pelagio Figueroa To-

ro y de Prosecretario, el señor Daniel Egas Ma-

tamata. 

II. APERTURA DE LA SESION. 

III. TRAMITACION DE ACTAS 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—Se dan por aprobadas las. 
actas de las sesiones 39^ y 40^ que no han 
sido observadas. 

(Véanse en el Boletín las actas aproba-
das). 

IV. LECTURA DE LA CUENTA. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—Se va a dar cuenta de Ios-
asuntos que han llegado a Secretaría. 

'E l señor EGAS (Prosecretario).— Las 
siguientes son las comunicaciones recibí-
das : 

Oficios. 

Uno de la Honorable Cámara de Dipu-
tados con el que comunica que ha tenido 
a bien aprobar el proyecto que modifica 
la Constitución Política del Estado a fin 
de incorporar a la Fuerza Aérea de Chi-
le en sus disposiciones (véase en*los Ane-
xos, documento 1). 

—Pasa a la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento. 

Uno del señor Contralor General de la 
República, con el cual da respuesta a una 
petición formulada por el Honorable Se-
nador señor Lavandero, relativo a la si-
tuación en que se encuentran los ex Mi-
nistros de la Excelentísima Corte Supre-
ma frente a las disposiciones limitativas 
de rentas y pensiones de la ley N"? 17.416. 

—Queda a disposición de los señores 
Senadores. 

—Se abrió la sesión a las 16.12, en pre-
sencia de 14 señores Senadores. Cinco de la Comisión de Gobierno. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice- Con los cuatro primeros informa los si-
presidente).—En el nombre de Dios, se guien tes proyectos de ley de la Honorable 
abre la sesión. Cámara de Diputados: 
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1) El que autoriza a la Municipalidad 
de Maullín para contratar empréstitos 
(véase en los Anexos, documento 2). 

2) El que autoriza a la Municipalidad 
de Los Muermos para contratar emprésti-
tos (véase en los Anexos, documento 3). 

3) El que autoriza a la Municipalidad 
de Calbuco para contratar empréstitos 
(véase en los Anexos, documento 4). 

4) El que áutoriza la celebración de ca-
rreras hípicas extraordinarias, con el ob-
jeto de adquirir buses para el transporte 
de estudiantes (véase en los Anexos, do-
cumento 5). 

Con el quinto, informa el proyecto de 
ley, iniciado en moción del Honorable Se-
nador señor Contreras, que autoriza a la 
Municipalidad de San Antonio para trans-
ferir gratuitamente terrenos de su pro-
piedad a sus actuales ocupantes (véase en 
los Anexos, documento 6). 

—Quedan para tabla¿ 

Indicación, 

Una del señor Presidente del Senado 
para hacer públicas las actas de las sesio-
nes secretas de esta Corporación corres-
pondientes al año 1902. 

El señor SILVA ULLOA.— Señor Pre-
sidente, no conocemos las actas de 1902. 
¿Cómo las vamos a hacer públicas? 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—Mal podría conocerlas Su 
Señoría, pues ese año aún no había na-
cido. 

El señor SILVA ULLOA.— Antes de 
aprobar su publicación, pido que se les sa-
quen copias, a fin de que las conozcamos. 

El señor FIGUEROA (Secretario). — 
Son secretas, señor Senador. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—Al parecer, Su Señoría no 
escuchó bien. Las actas son secretas, se-
ñor Senador. 

El señor SILVA ULLOA.—Si se van a 
hacer públicas esas cartas secretas, es por-
que existen, ¿verdad? 

Solicito que antes de hacerlas públicas 
por lo menos se nos permita informarnos 
de ellas. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (V¡Ce. 
presidente).—Sobre el particular, a raíz 
de la indicación hecha por el Honorable 
señor Silva Ulloa, sugiero dar un plazo 
de 15 días para que los señores Senadores 
se informen del contenido de las actas res-
pectivas en la sala del señor Secretario del 
Senado. 

El señor GARCIA.—Me parece acepta-
ble la solución propuesta por el señor Pre-
sidente, y quiero recordar que de 1902 hay 
actas bastante importantes del Congreso, 
que, a mi juicio, no es oportuno darlas a 
•conocer. De ahí que yo, en principio, me 
opondría a su publicación, a menos que, 
después de la revisión que de ellas hagan 
los señores Senadores dentro de un plazo 
de 15 días, se encontrara conveniente ha-
cerlas públicas. 

Por eso, con la salvedad que he hecho, 
me inclino por lo propuesto por el señor 
Presidente. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—En quince días más volvere-
mos sobre el particular. 

Comunicaciones. 

El señor EGAS (Prosecretario).—Una 
del señor Decano de la Facultad de Cien-
cias Jurídicas y Sociales de la Universi-
dad de Chile, con la cual comunica un 
acuerdo del Claustro de esa Facultad, re-
lativo a la ocupación ilegítima de su lo-
cal de funcionamiento. 

Otra del señor Presidente del Consejo 
Provincial del Colegio de Abogados de 
Concepción, con la cual hace observacio-
nes al alza que ha experimentado la sus-
cripción al Diario Oficial. 

—Se manda archivarlas. 
El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-

presidente).—Los siguientes señores Se-
nadores han pedido la palabra para refe-
rirse a la Cuenta: Honorables señores 
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Diez, Carmona, Valenzuela y Hamilton. 
Tiene ]a palabra el Honorable señor 

Diez.. 
El señor DIEZ.— Señor Presidente, so-

licito que el señor Secretario dé lectura a 
la comunicación enviada por el señor De-
cano de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Sociales de la Universidad de Chile. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).— Solicito el asentimiento de 
]a Sala para acceder a lo pedido por el 
Honorable señor Diez. 

Acordado. 
El señor VALENZUELA.— Yo iba a 

solicitar lo mismo, señor Presidente de 
manera que no haré uso de la palabra. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente) .—A continuación está inscri-
to el Honorable señor Carmona. 

ENMIENDA DE LA CONSTITUCION POLITICA 
DEL ESTADO CON EL OBJETO DE INCORPO-
RAR A LA FUERZA AEREA DE CHILE EN SUS 

DISPOSICIONES. TRAMITE A COMISION. 

El señor CARMONA.—Acaba de darse • i 
cuenta, del oficio de la Cámara de Diputa-
dos con el que comunica que ha tenido a 
bien aprobar el proyecto que modifica la 
Constitución Política del Estado con el 
objeto de incorporar a la Fuerza Aérea de 
Chile en sus disposiciones, proyecto que 
fue enviado a la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento. Soli-
cito que antes de enviarlo a dicha Comi-
sión, se lo remita a la de Defensa Nacio-
nal. 

El, señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—Si le parece a la Sala, así 
se procederá. 

Aqordado. 
Tiene la palabra el Honorable señor 

Hamilton. 
El señor HAMILTON,-—Yo iba a soli-

citar exactamente lo mismo que pidió el 
Honorable señor Diez. 

ACUERDO DEL CLAUSTRO DE LA FACULTAD 
DE CIENCIAS JURIDICAS Y SOCIALES DE LA 
UNIVERSIDAD DE CHILE RELATIVO A OCU-
PACION DE SU LOCAL DE FUNCIONAMIENTO. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).— El señor Secretario dará 
.lectura a la comunicación del señor Deca-
no de la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Sociales de la Universidad de Chile. 

El señor FIGUEROA (Secretario). — 
La comunicación dice lo siguiente: 

"Santiago, julio 13 de 1973. 
"De nuestra consideración:-
"El Claustro de la Facultad de Ciencias 

Jurídicas y Sociales dé la Universidad de 
Chile se reunió en la día de hoy para con-
siderar el gravísimo atentado que signifi-
ca la ocupación ilegítima del local donde 
funciona la Facultad, por personas en su 
gran mayoría ajenas a la Comunidad Úni-
versitaria, y acordó, por la unanimidad de 
los concurrentes, transcribir a Ud. los 
acuerdos adoptados en dicho Claustro, que 
en copia acompañamos. 

"Creemos innecesario destacar ante Ud. 
la gravedad de estos hechos que rebasan 
el ámbito universitario y que, por su gra-
vedad, afectan a toda la comunidad nacio-
nal. 

"Saludan muy atentamente a Ud. 
"Máximo Pacheco Gómez, Decano. 
"Germán Vidal D'uarte, Secretario Fa-

cultad." 
• - La declaración del Claustro es del tenor 
siguiente: 

"En Santiago, a 13 de julio de 1973, se 
reunió el Claustro de Académicos, estu-
diantes y funcionarios de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales de la Uni-
versidad de Chile, en el Salón de Honor 
.de dicha Universidad, bajo la presidencia 
del Decano don Máximo Pacheco Gómez y 
actuando como Secretario el titular don 
Germán Vidal Duarte, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 15 del Esta-
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tuto Orgánico de la Universidad de Chile, 
acordó lo siguiente: 

"1.—El 29 de junio de 1973, un grupo 
de personas, la mayoría extrañas a la Fa-
cultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de 
la Universidad- de Chile, procedieron a 
ocupar el inmueble donde funciona ésta, 
descerrajando las puertas y candados, in-
gresando a la totalidad de sus dependen-
cias y enarbolando en el mástil principal 
las banderas del MIR, el MAPU y.otras; 

"2.—Los motivos fundamentales de es-
ta toma, de acuerdo con las declaraciones 
de los que participan en ella, son los si-
guientes : 

"a) Dar cumplimiento a las instruccio-
nes de la Central Unica de .Trabajadores 
en orden a ocupar industrias, fábricas, lo-
cales escolares, etc. y mantenerlos en su 
poder". (Diario La Nación del 11 de ju-
lio); 

"b) Tomar el control de un local que tie-
ne •valor estratégico y "unirse con el cor-
dón industrial Mapocho Cordillera con el 
que se pretende organizar una acción con-
creta con organismos del poder popular 
para defender locales importantes como 
la Editorial Quimantú y los Canales de 
Televisión 7 y 9 que están en el sector". 
(Diario La Nación del 8 de julio); 

"c) Utilizar este local para trabajar y 
luchar por el fortalecimiento del poder po-
pular mediante la realización de activida-
des culturales con los obreros del referido 
cordón industrial, como ser "seminarios 
educativos y de información popular res-
pecto del desarrollo económico y jurídjco 
del país en general, basados en materias 
relacionadas con la justicia de clase, el pa-
pel del Poder Judicial y otros asuntos, 
asesorados por organismos como CORA, 
CORFO, ODEPLAN, CODELCO y otros". 
(Diario La Nación, del 8 de julio) ; • 

"3.—De lo expuesto se deduce que la 
referida ocupación no tiene carácter uni-
versitario, por cuanto en ella participan 
personas ajenas a la Facultad .que actúan 

/ 

en cumplimiento de acuerdos de la CUT 
y con el objeto fundamental de fortalecer 
el poder popular; 

"4.—Esta toma, que-se prolonga por 
espacio de quince días, ha impedido la fi-
nalización del semestre académico y ha 
perturbado seriamente las actividades de 
docencia, investigación y extensión de la 
Comunidad de Facultad integrada por 350 
académicos, 2.500 estudiantes y 160 fun-
cionarios; 

"5.—Las múltiples gestiones que han 
realizado el señor Decano y algunos miem-
bros de la Facultad para obtener de los 
ocupantes del inmueble que hagan entrega 
de él han fracasado por negativa de és-
tos; 

"6.—El Claustro denuncia este gravísi-
mo atentado contra la Facultad de Cien-
cias Jurídicas y Sociales de la Universi-
dad de Chile a la comunidad nacional, a 
los Poderes Ejecutivos, Legislativo y Ju-
dicial, a la Contraloría General de la Re-
pública, a Jas Universidades Chilenas, a 
las Facultades de Derecho de Chile y al 
Consejo General del Colegio de Aboga-
dos; . 

"7.—El Claustro encomienda al señor 
Decano y a los Consejeros que integran el 
Comité Directivo de la Facultad que se 
entrevisten con el señor Ministro del In-
terior, don Carlos Briones,". . . "y le soli-
citen adopte las medidas que correspon-
dan para la normalización de esta situa-
ción, de acuerdo con lo que él mismo ex-
presara públicamente el 9 de julio pasa-
do en orden a que "en cuanto a los estable-
cimientos educacionales, el Gobierno está 
consciente de la inconveniencia de prolon-
gar su ocupación, en las actuales circuns-
tancias, y se adoptarán también las me-
didas conducentes para darle término, re-
gularizando las actividades docentes."; 

"8.—El Claustro acuerda deducir las 
acciones que correspondan ante los Tribu-
nales de Justicia, para obtener la en t r ega 
del local usurpado y hacer efectivas las 
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responsabilidades legales y, al efecto, en-
comienda estas defensas al Departamento 
de Derecho Procesal de la Facultad"; 

"9.—El Claustro encomienda al señor 
Decano y a los miembros del Consejo Nor-
mativo de la Facultad que adopten todas 
las medidas conducentes a obtener la de-
volución del local ocupado, y 

"10.—Los académicos, estudiantes y 
funcionarios de la Facultad otorgan su 
más amplia solidaridad y respaldo al se-
ñor Decano y a los miembros del Consejo 
N o r m a t i v o de la Corporación frente a es-
ta ocupación ilegítima y ratifican todas 
las actuaciones que ellos realizan con el 
fin de ponerle término." 

V. ORDEN DEL DIA. 

ACUSACION CONSTITUCIONAL CONTRA EL 
MINISTRO DEL INTERIOR, DON GERARDO 

ESPINOZA CARRILLO. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—Corresponde al Senado ocu-
parse en la acusación entablada por la Cá-
mara de Diputados en contra del señor 
Ministro del Interior, don Gerardo Espi-
noza Carrillo, por los delitos de infracción 
de la Constitución y atropellamiento de 
las leyes. 

Tiene la palabra el señor Secretario pa-
ra hacer una relación de ella. 

El señor FIGUEROA (Secretario). — 
Honorable Senado: 

La Cámara de Diputados ha deducido 
acusación constitucional ante el Senado en 
contra del Ministro del Interior, señor 
Gerardo Espinoza Carrillo, por las causa-
les de "infracción de la Constitución y 
atropellamiento de las leyes". Dicha acu-
sación ha sido entablada en conformidad 
a la facultad que le otorga a esa Cámara 
la Carta Fundamental en su artículo 39, 
atribución letra b). 

El libelo acusatorio presentado ante la 
citada Corporación expresa que once se-
ñores Diputados proponen acusar consti-
tucionalmente al Ministro del Interior, se-

ñor Espinoza Carrillo, por haber infrin-
gido diversas 'disposiciones constituciona-
les y legales en los términos que se indi-
can más adelante. 

Señalan los acusadores que el día 19 de 
junio de 1973, aproximadamente a las 7 
horas, un numerososo grupo de miembros 
de la policía civil y de otros funcionarios 
irrumpió, portando armas de fuego, en el 
recinto de la Universidad de Chile, ubi-
cado en Avenida Pedro de Valdivia N? 
2.454, y sin exhibir orden judicial o ad-
ministartiva alguna, procedió violenta-
mente a allanar dicho recinto y registrar 
sus dependencias, deteniendo aproximada-
mente a 30 estudiantes y 4 funcionarios 
de la Universidad que se encontraban en 
su interior, y a destruir y retirar' pártes 
del equipo transmisor del Canal 6 de Te-
levisión de la Universidad de Chile. 

Agregan que este hecho no fue produc-
to de la casualidad o irresponsabilidad de 
un funcionario subalterno, sino que, como 
consta de la declaración que hizo el propio 
Ministro acusado a la Directiva del Co-
legio de Periodistas, se trata de una me-
dida tomada a plena conciencia por el Go-
bierno, fundada en que la instalación de 
dicho canal universitario de televisión se 
habría hecho al margen de la ley. Añaden 
que la medida de allanamiento ilegal ante-
dicha se adoptó con pleno conocimiento y 
autorización del Ministro del Interior, • a 

'petición del Superintendente de Servicios 
Eléctricos, y se materializó por medio de 
una orden dictada por el Intendente de 
Santiago, en uso de una supuesta facultad 
que le c'oncedería el artículo 52 de la ley 
de Régimen Interior. 

Puntualizan los libelistas que estos he-
chos implican un verdadero ultraje a la 
autonomía universitaria y una violación 
del artículo 4? del Estatuto Orgánico de 
la Universidad de Chile, que consagra la 
inviolabilidad de los recintos universita-
rios y la ninguna ingerencia de autorida-
des ajenas'a esa Corporación, las que sólo 
pueden actuar con anuencia de quienes di-
rigen la universidad. 
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Además —agregan los acusadores—, 
estos hechos implican un atentado en con-
tra de la garantía constitucional relativa 
a la libertad de expresión, que consagra 
el artículo 10, N? 3 de la Carta Funda-
mental, y que, en el caso de la televisión 
universitaria, está reafirmada por la ley 
N9 17.377, de 24 de octubre de 1970. 

Comentan el carácter discriminatorio 
que anima a toda la .acción del Ministerio 
del Interior. En efecto; no adopta ningu-
na medida por la usurpaciónr y uso inde-
bido que un grupo de extremistas está ha-
ciendo del Canal 9 de Televisión y, en cam-
bio, se comete un asalto a un inmueble 
universitario y se impide la transmisión 
de un canal que la Constitución y la ley 
permiten operar y cuyo funcionamiento 
fue determinado y regulado en un plebis-
cito universitario! 

Reiteran los libelistas que la facultad 
que otorga a los Intendentes el artículo 52 
de la ley de Régimen Interior para orde-
nar allanamientos en determinados casos, 
es absolutamente inaplicable en la especie, 
porque el artículo 4? del Estatuto Orgáni-
co de la Universidad, como ya se dijo, es-
tablece la inviolabilidad de los recintos 
universitarios; porque el citado artículo 
52 se refiere a las "propiedades particu-
lares" y las pertenecientes a la Universi-
dad no tienen tal condición jurídica, de 
acuerdo con el artículo de su Ley Or-
gánica, y porque la norma del artículo 52' 
es excepcional, permitiendo a los Inten-
dentes practicar allanamiento en los ca-
sos determinados por la misma disposi-
ción, ninguno de los cuales ha existido ni 
podido siquiera presumirse en el caso que 
nos ocupa. 

De los hechos mencionados es responsa-
ble el Ministro del Interior, pues hán con-
tado con su expresa aprobación y debido 
a que fueron cometidos por funcionarios 
y servicios que están bajó su directa de-
pendencia administrativa y política. 

En opinión de los libelistas, los hechos 
denunciados constituyen las siguientes in-
fracciones : 

1.—Violación del artículo 10 N? 3, <}e 

la Constitución Política del Estado, reía-
tivo a la libertad de expresión. 

2.—Infracción del artículo 10 N<? 15 
que consagra la libertad personal. 

3.—Atropellamiento del Estatuto Orgá 
nico de la Universidad de Chile, D.F.L 
N? 1, de Educación, de 1971. 

4;—Atropellamiento de la ley N? 17.377 
que legisla sobre televisión chilena y uni-
versitaria, y 

5.—La comisión de los delitos de deten-
ción ilegal, allanamiento irregular, per-
turbación de la posesión y daños descritos 
y sancionados, respectivamente, por los 
artículos 148, 155, 158, N? 6, y 484 y si-
guientes del Código Penal. 

Finalmente, los firmantes del libelo so-
licitan que la Cámara de Diputados decla-
re que ha lugar a la acusación presentada 
en contra del Ministro del Interior, señor 
Gerardo Espinoza Carrillo, por las infrac-
ciones constitucionales y atropellamiento 
de las leyes a que nos hemos referido. 

Defensa del acusado. 

El señor Ministro del Interior no re-
mitió defensa por escrito ni concurrió a 
la Comisión de Acusación de la Cámara 
para hacer sus descargos. 

Examen de los hechos y de las considera-
ciones de derecho. 

"Para la comprobación de los hechos de-
nunciados en el libelo y para el análisis 
de las consideraciones de derecho que se 
hacen, en dicho documento, la Comisión 
de Acusación de la Cámara escuchó las 
declaraciones de varias personas y solicitó 
por oficio la remisión de diversos antece-
dentes. • 

Las personas que concurrieron a decla-
rar, por orden de comparecencia, son las 
siguientes: señor Rector de la Univers i -
dad de Chile, don Edgardo Boeninger; 
Presidente de la Corporación de Televi-
sión de la Universidad de Chile, don Eu-
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genio Retamal; los abogados de esta mis-
ma Corporación, señores Manuel Daniels, 
Enrique Antonucci y Guillermo Ramírez; 
Director General Subrogante de Carabi-
neros, General Ramón Viveros; Prefecto 
de Santiago, General Fabián Parada; Co-
misario de la 14? Comisaría de Carabine-
ros, Mayor Carlos Bernussi Pinto; Direc-
tor General de la Corporación de Televi-
sión de la Universidad de Chile, don For-
tunato Bobadilla; los señores Jorge Piza-
rro, estudiante de Ciencias Políticas y Ad-
ministrativas de la Universidad de Chile; 
Antonio Estrada, Dirigente Nacional de 
APEUCH; Alfonso Acuña Vidal, funcio-
nario de la Corporación de Televisión de 
la Universidad de Chile, y Justo Camacho, 
Presidente de la Asociación de Empleados 
de Canal 6 de Televisión; Teniente de Ca-
rabineros don Roberto Cerda, y Presiden-
te del Colegio de Periodistas, don Carlos 
Sepúlveda. 

Entre los documentos solicitados por la 
Comisión de Acusación y recibido por és-
ta, figuran los siguientes: 

1.—Copia de la nota dirigida al Super-
intendente de Servicios Eléctricos por el 
Presidente de la Corporación de Televi-
sión de la Universidad de Chile, de fecha 
16 de junio de 1973, por la que comunica 
el funcionamiento del Canal 6 en la ciu-
dad de Santiago. 

2.—Copia del documento N? 354 de la 
Superintendencia de Servicios Eléctricos, 
por el que su Departamento de Inspección 
y Control de Telecomunicaciones cita a un 
representante técnico del Canal 6, en res-
puesta a la nota mencionada en el núme-
ro anterior. 

3.—Oficio N? 3161, de 18 de junio de 
1973, de la Superintendencia de Servicios 
Eléctricos, por el que comunica al Geren-
te General de Televisión Nacional que ha-
rá uso de sus atribuciones correctivas y 
fiscalizadoras para "efectuar emisiones 
-experimentales en esa misma frecuencia" 
(la frecuencia del Canal 6). 

4.—Comunicación del señor Jorge Na-

varrete, Director de T.V. Chile, con la que 
denuncia la petición formulada por la Su-
perintendencia de Servicios Eléctricos con 
el objeto de que Televisión Nacional pro-
porcione equipos, personal y asesoría téc-
nica para producir interferencias en las 
transmisiones del Canal 6. 

5.—Certificado extendido por don Mi-
guel Schweitzer, Secretario Abogado del 
Consejo Nacional de Televisión, de fecha 
22 de junio de 1973, en el que deja cons-
tancia de los acuerdos adoptados por di-
cho Consejo en apoyo del ejercicio del de-
recho de emplear equipos, instalaciones y 
frecuencias de televisión por parte de la 
Universidad de Chile. 

6.—Oficio N1? 18.085, del General Di-
rector subrogante de Carabineros, don 
Ramón Viveros, con el que remite copia 
-de la orden de allanamiento del local del 
Canal 6 de Televisión y expresa la forma 
en que se dio cumplimiento a dichá orden. 

7.—Oficio N9 3.391, del señor Superin-
tendente de Servicios Eléctricos, con el que 
remite la resolución N9 822, con la que se 
ordena "poner término al funcionamiento 
de la estación de televisión, instalada 
clandestinamente en Pedro de Valdivia N9 

2454 de ésta ciudad, debiendo efectuarse 
asimismo el decomiso de los equipos" y se 
requiere de la autoridad administrativa 
el auxilio de la, fuerza pública. 

8.—Oficio N<? 50.527, del señor Contra-
lor General de la República, con el que 
remite copia de un pronunciamiento de ese 
organismo contralor recaído en una con-
sulta formulada por el Senador señor To-
más Pablo, sobre la legalidad de la ex-
tensión de las transmisiones del Canal 13 
de la Universidad Católica a la provincia 
de Concepción. 

9.—Copia de la querella criminal enta-
blada por el señor Rector de la Universi-
dad de Chile en contra del Intendente de 
Santiago y del Superintendente de Servi-
cios Eléctricos, por los delitos de allana-
miento irregular, detenciones ilegales, per-
turbación de la posesión, robo con violen-
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cia e intimidación en las personas y da-
ños. 

10.—Copia de la resolución de la Corte 
de Apelaciones de Santiago y de la con-
firmación de la misma por la Corte Su-
prema, en que se acogen los recursos de 
ayiparo deducidos a favor de las personas 
detenidas -con motivo del allanamiento del 
local del Canal 6 de Televisión. 

En primer lugar, la Comisión de Acu-
sación, para formarse juicio acerca de las 
denuncias contenidas en el libelo, adoptó 
el acuerdo de constituirse en visita ins-
pectiva en el lugar en que funcionaba el 
Canal 6 de Televisión, Avenida Pedro de 
Valdivia N9 2454. Allí pudo verificar los 
daños y destrozos que presentaban el edi-
ficio, sus enseres y los equipos de trans-
misión. 

Respecto de la forma como se practicó 
el allanamiento, el decomiso de equipos y 
la detención de las personas que se encon-
traban en el recinto del Canal 6, declara-
ron en la Comisión Acusadora de la Cá-
mara las autoridades y oficiales de Ca-
rabineros que se consignan en la lista ya 
referida en esta relación. Depusieron so-
bre la misma materia, además, los seño-
res Antonio Estrada, Justo Camacho, Al-
fonso Acuña y Jorge Pizarro. De sus de-
claraciones se concluye que en el allana-
miento, decomiso de equipos y detención 
de personal que se encontraban en el Ca-
nal 6, intervino personal de la Superin-
tendencia de Servicios Eléctricos, auxilia-
do por funcionarios de Investigaciones, 
con el apoyo de la fuerza pública que 
prestó Carabineros, todos dependientes del 
Ministerio del Interior. Los dichos de es-
tas personas también coinciden, en lo re-
lativo a los daños y destrozos ocasionados 
en el Canal 6, con lo observado por la Co-
misión de Acusación de la Cámara en la 
visita practicada al recinto del Canal. Ade-
más, se desprende del relato de estas per-
sonas que los funcionarios de Investiga-
ciones usaron con quienes ocupaban el lo-
cal una desusada violencia y, un trata-
miento' vejatorio, de lo que se dejó espe-

cial constancia en el informe de la Co-
misión de Acusación de la Cámara. 

Con el mérito de las declaraciones de 
algunos de los detenidos en el allanamien-
to del local del Canal 6 de Televisión, de 
los dichos de las autoridades universita-
rias que depusieron ante esa Comisión y 
de los documentos que se tuvieron a la 
vista, se comprobó que existió el allana-
miento de dicho Canal y que se detuvie-
ron en éste a numerosas personas, lo que 
interrumpió sus transmisiones. En conse-
cuencia quedó demostrado que se violó el 
N9 3 del artículo 10 de la Constitución, 
al impedirse la libertad de expresión para 
emitir por la televisión opiniones o infor-
maciones, y se privó a la Universidad de 

' Chile del derecho de establecer y mante-
ner estaciones de televisión, derecho en-
tregado especialmente a las universidades' 
por esta disposición constitucional. Se in-
fringió, asimismo, el N9 15 del artículo 10 
de la Constitución, que consagra la liber-
tad personal, al detenerse a las personas 
que ocupaban el local del Canal 6 en for-
ma "arbitraria e ilegal", como lo consigna 
el considerando tercero del fallo de la 
Corte de Apelaciones de Santiago recaído 
en el recurso de amparo presentado a fa-
vor de dichas personas. 

A juicio de la Comisión de Acusación, 
hubo también atropellamiento del Estatua 
to Orgánico de la Universidad de Chile, 
especialmente de su artículo 49, que esta-
blece que "los recintos universitarios son 
inviolables y ninguna autoridad ajena a 
la Corporación o sus representantes po-
drá ejercer sus atribuciones en ellos sin 
anuencia de la autoridad universitaria que 

•corresponda". 
Asimismo, se contravinieron las dispo-

siciones de la ley N9 17.377, que legisla 
sobre Televisión Chilena, en virtud de la 
cual se faculta, en su artículo 2?, a la Uni-
versidad de Chile, entre otras, para "esta-
blecer, operar y explotar canales de tele-
visión' en el territorio nacional". Para 
llegar a esta conclusión, la Comisión Acu-
sación tuvo presente las declaraciones de 
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los abogados y representantes de la Cor-
poración de Televisión de la Universidad 
de Chile y lo expresado en el documento 
ya mencionado del señor Contralor, en el 
acuerdo del Consejo Nacional de Televi-
sión de .20 de junio de 1973 y en el fallo 
de la Corte de Apelaciones de Santiago a 
que se hizo mención precedentemente. 

Como consecuencia de los razonamien-
tos anteriores, la Comisión también esti-
mó que le cabía, responsabilidad al señor 
Ministro del Interior, por la actuación de 
sus dependientes, en la comisión de los de-
litos de detención ilegal, allanamiento irre-
gular, perturbación de la posesión y da-
ños descritos en los artículos 148, 155, 
158, N9 6, y 484 del Código Penal. 

Cerrado el debate, la Comisión, por 3 
votos a favor, acordó declarar admisible 
la proposición de acusación constitucional 
deducida en contra del Ministro del In-
terior, señor Gerardo Espinoza Carrillo, y 
recomendó a la Cámara de Diputados dar 
lugar a ella. 

La Cámara de Diputados, en sesión ce-
lebrada el día 3 de julio del año en curso, 
tomó conocimiento del informe de la Co-
misión de Acusación Constitucional. 

En primer lugar, hizo uso de la palabra 
el señor Diputado informante, quien se 
refirió al libelo, leyendo y comentando al-
gunos de los documentos que lo basan, a 
todos los cuales ya nos hemos referido en 
esta relación. 

A continuación, el Prosecretario de la 
Cámara dio lectura a la defensa escrita 
que el Ministro acusado envió, con fecha 
3 de julio del año en curso, a esa Cor-
poración. 

En ella, el acusado dice que se imputa 
al Ministro del Interior haber infringido 
la Constitución y atropellado las leyes, en 
relación con el decomiso de equipos de 

telecomunicaciones instalados clandesti-
namente en Pedro de Valdivia N9 2454 de 
esta capital. 

Agrega que los planteamientos de los 
acusadores tienden a socavar la política 
televisiva del Gobierno, que es la única 
que permite garantizar por igual a todas 
las Universidades el derecho a establecer 
y mantener estaciones de televisión, que 
consagra a su favor el inciso sexto del 
N9 39 del artículo 10 de la Constitución 
Política. 

La política del Gobierno sobre televisión. 

Puntualiza el señor Ministro en su de-
fensa que "La política televisiva del Go-
bierno se funda en recomendaciones for-
muladas. por la unanimidad de los inte-
grantes de la Comisión Nacional de Tele-
comunicaciones, cuya ley orgánica —D.F, 
L. N9 315 de 1960, que no ha sido de-
rogado— lo caracteriza como "organismo 
técnico consultivo de las materias in-
herentes a telecomunicaciones del país", 
le encarga "el estudio de la coordinación, 
orientación y mejoramiento de todas las 
telecomunicaciones" y le atribuye la res-
ponsabilidad de "proponer al Gobierno la 
política nacional de telecomunicaciones". 
Y agrega: 

"La mencionada política garantiza a to-
das las Universidades la explotación de 
estaciones, en los lugares correspondien-
tes a sus sedes principales, y promueve el 
establecimiento de una Red Nacional de 
Televisión Universitaria. No es posible, 
en .razón de limitaciones objetivas, inhe-
rentes al espectro radioeléetrico, que to-
das las Universidades puedan operar pa-
ralelamente canales de televisión, a tra-
vés del territorio. 

"Los aspectos técnicos que dicen rela-
ción con las telecomunicaciones imponen,, 
ciertas limitaciones que no pueden ser 
desconocidas por las normas jurídicas. 
Así, ninguna ley podría pretender la ins-
talación de nueve redes nacionales de te-
levisión, debido a que técnicamente es im-
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posible instalar y operar más de tres.". 
Añade el señor Ministro, que "Las ban-

das de frecuencia de VHF no dan cabida 
para más de tres redes nacionales de tele-
visión, debiendo, en todo caso, realizarse 
una serie de cambios en las actuales asig-
naciones de frecuencias en uso. Por esto, 
la pretensión de una o más Universidades 
para extender sus transmisiones a lo lar-
go del país es discriminatoria y excluyen-
te para el resto de las Universidades, ya 
que ellas no tendrán la posibilidad tónica 
ni física de extenderse.". 

Puntualiza que "aun en el caso de que 
fuera técnicamente factible instalar nue-
ve redes nacionales de televisión —para 
Televisión Nacional y cada una de las 
Universidades del país —ello representa-
ría un gasto imposible de soportar por un 
país en vías. de desarrollo como el núes-, 
tro." 

Señala que "una red de televisión para 
el transporte de programas que utilizare 
la infraestructura técnica y de manten-
ción de la red nacional de ENTEL costa-
ría US$ 5.000.000 y E9 100 millones por 
concepto de inversión y US$ 500.000 
anualmente, por concepto de manten-
ción." 

A su vez, las estaciones transmisoras de 
televisión de esta red nacional tendrían 
un costo de inversión de US$ 3.500.000 y 
E 9 200 millones, y por concepto de man-
tención se gastarían US$ 350.000 y E9 20 
millones anualmente. 

En conformidad a estas cifras, el gasto 
total para ocho canales universitarios al-
canzaría a US$ 70 millones por concepto 
de inversiones y a un costo de mantención 
de US$ 8 millones anuales. 

Más adelanté agrega el Ministro que 
"La política gubernativa propende, pues, 
a una cabal y adecuada aplicación del 

-inciso sexto del N9 3 del artículo 10 de 
la Constitución Política. Agrega que en 
su concepto, la legislación vigente tam-
bién debe ser, perfeccionada especialmen-
te, para incorporar a las demás Universi-

dades al Consejo Nacional de Televisión, 
asegurar una conveniente utilización de 
una Red Nacional de Televisión Universi-
taria y procurar el financiamiento nece-
sario." 

Puntualiza que en el ámbito técnico de 
esta política corresponde una significa-
tiva intervención a la Superintendencia 
de Servicios Eléctricos, de Gas y Teleco-
municaciones, citando lo dispuesto en los 
artículo l 9 y 29 del decreto del Ministerio 
del Interior N9 1.013, de 5 de julio de 
1972, que aprobó el Reglamento Orgáni-
co del Servicio. 

Agrega que "La fiscalización de la Su-
perintendencia implica controles que de-
ben aplicarse con anterioridad a la pues-
ta en servicio de las instalaciones,, de 
acuerdo con lo prescrito en el D.F.L. N9 4, 
el D.F.L. N9 315 de 1960 y el Conve-
nio Internacional de Telecomunicaciones 
(Montreux, 1965), que obliga al Estado a 
velar por el racional uso del espectro ra-
dioeléctrico y a intervenir en el otorga-
miento de las correspondientes "licencias" 
o concesiones. 

En efecto, el uso del espectro radio-
eléctrico está bajo control no sólo nacio-
nal, por el Estado, sino también inter-
nacional, en forma específica por la 
Unión Internacional de Telecomunicacio-
nes (UIT), organismo del que Chile es 
miembro. El empleo de determinada fre-
cuencia —señala—, sin haber sido pre-
viamente estudiada en forma técnica y 
aprobada nacional e internacionalmente, 
producirá interferencias en ambos secto-
res y lesionará, de consiguiente, los dere-
chos no sólo de particulares, sino también 
de Estados extranjeros. 

Finalmente, en lo que respecta a la po-
lítica gubernativa sobre televisión, ella 
ha sido expuesta en un documento apro-
bado unánimemente por la Comisión Na-
cional de Telecomunicaciones. 

En este documento se concluye expre-
sando que tal política del Gobierno tiende 
fundamentalmente a : 
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jo Reconocer la competencia de la Su-
per in tendenc ia de Servicios Eléctricos, de 
Gas y de Telecomunicaciones para contro-
lar todos los aspectos técnicos de cualquier 
sistema de telecomunicaciones que se ins-
tale en el país. 

2<? Dar estricto cumplimiento a los 
compromisos internacionales suscritos por 
el Gobierno de Chile en materia de te le-
comunicaciones, al Convenio de Montreux 
1965 y a las disposiciones de la ley N° 
17.377 y el D.F.L. N<? 4 (Ley General de 
Servicios Eléctricos). 

39—Reconocer el derecho de las 8 Uni-
versidades del país a operar canales de 
TV locales en sus sedes centrales. 

49—Reconocer el derecho de las Uni-
versidades a llevar su mensaje a todo el 
país. Sin embargo, la extensión de la tele-
visión universitaria, • para que sea concor-
dante con este derecho, pero al mismo 
tiempo impida el dispendio de recursos, 
tenga el grado de calidad requerida y 
cumpla normas mínimas de confiabilidad 
y operación, debe ser efectuada por una 
red de televisión universitaria única, en 
la que tengan cabida todas las Universi-
dades. 

59—El Gobierno pedirá a ENTEL el es-
tablecimiento de una red de televisión na-
cional universitaria que cubra todo el país, 
aprovechando la infraestructura existen-
te. Todas las Universidades, actuando con-
juntamente, podrían usar la red de tele-
visión Universitaria, Las Universidades 
y el Gobierno deben estudiar las formas, 
condiciones y modalidades en que opera-
rá la explotación conjunta de esta red y 
distribuirán los espacios y< horarios que 
corresponderán a cada Universidad. 

69—El Gobierno está dispuesto a auto-
rizar a las Universidades que actualmen-
te carecen de canales de televisión en sus 
sedes principales para instalar en esas 
ciudades canales de televisión que generen 
sus propios programas e incorporarlos 
asimismo a la red nacional de televisión 
universitaria. 

Instalación clandestina del Camal 6 y 
actuación de la autoridad administra-

tiva. 

Entrando de lleno en los hechos, el acu-
sado expone que el domingo 17 de junio se 
iniciaron las transmisiones del Canal 6, 
"en abierta contravención a los preceptos 
jurídicos vigentes, que exigen que pre-
viamente se otorguen las respectivas au-
torizaciones administrativas, de carácter 
técnico." 

"Conforme a lo prescrito por el artícu-
lo 121 de la Ley General de Servicios 
Eléctricos, no puede entregarse al servi-
cio ninguna parte de las instalaciones de 
una estación de radiocomunicaciones sin 
previa autorización de la Superintenden-
cia de Servicios Eléctricos, de Gas y de 
Telecomunicaciones, la que sólo puede 
otorgarla "después de. comprobarse que 
las obras se encuentran correctamente 
terminadas y dotadas de todos los elemen-
tos necesarios para una correcta explota-
ción". 

"El artículo 158 de la misma ley en-
comienda a la Superintendencia "la ins-
pección y supervigilancia de la construc-
ción y explotación de toda cíase de empre-
sas de servicios eléctricos, establecidas o 
que sé establézcan en el futuro". Asimis-
mo, es menester considerar que corres-
ponde a la autoridad administrativa f i jar 
la potencia, frecuencia y señal distintiva 
de una estación, "de acuerdo con los re-
glamentos y con los convenios internacio-
nales que, sobre esta materia, haya cele-
brado el Gobierno, según se determina en 
el artículo 54 de la ley." 

"En virtud de las prescripciones del 
Convenio Internacional de Telecomunica-
ciones suscrito en Montreux el, año 1965 
—y promulgado como ley de la Repúbli-
ca por decreto del Ministerio de Relacio-
nes Exteriores N1? 610, de 1971, publicado 
en el Diario Oficial del 28 de septiembre 
del mismo año— la construcción de las 
obras de las mencionadas estaciones debe 
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ser fiscalizada por el Estado de Chile. En 
especial, el N? 303 del Convenio estable-
ce: "Todas las estaciones, cualquiera que 
sea su objeto, deberán ser instaladas y ex-
plotadas de tal .manera que no puedan cau-
sar interferencias perjudiciales en las co-
municaciones o servicios radioeléctricos 
de otros Miembros o Miembros asociados, 
de las empresas privadas de explotación 
reconocidas o de aquellas otras debida-
mente autorizadas para realizar un servi-
cio de radiocomunicación y que funcionen 
de conformidad con las disposiciones del 
Reglamento de Radiocomunicaciones". 

"Por otra parte, el N9 165 prescribe que 
a la Junta Internacional del Registro de 
Frecuencias de la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones le incumbre "efectuar 
la inscripción metódica de las asignácio-
nes de frecuencias hechas por los diferen-
tes países, en tal forma que queden deter-
minadas, de acuerdo con el procedimiento 
establecido en el Reglamento de Radioco-
municaciones y, si ha Lugar, con las deci-
siones de las conferencias competentes de 
la Unión, la fecha, la finalidad y las ca-
racterísticas técnicas de cada una de di-
chas asignaciones, con el fin de asegurar 
su reconocimiento internacional oficial". 

"Cabe señalar, asimismo, que el N9 725 
del Reglamento de Radiocomunicaciones 
—que rige en virtud de la ratificación del 
Convenio, conforme a lo dispuesto por el 
N? 204 de este último— establece: "Nin-
gún particular o empresa podrá instalar 
o explotar una estación transmisora sin la 
correspondiente licencia expedida por el 
Gobierno del país del que hubiere de de-
pender la estación". 

"Las prerrogativas que la Superinten-
dencia tiene en materia de televisión fue-
ron expresamente reconocidas por el ar-
ticulo 79 de la ley N"? 17.377, el cual pre-
cisa que la potestad del Consejo Nacional 
de Televisión es "sin perjuicio de las fun-
ciones, atribuciones y facultades que, 
dentro de sus objetivos legales, corres-
ponden en forma exclusiva a la Superin-

tendencia de Servicios Eléctricos, de Gas 
y Telecomunicaciones". 

"La Contraloría General de la Repúbli. 
ca también ha reconocido la vigencia de 
las facultades de la Superintendencia, al 
establecer en dictamen N? 35.531, de 10 
de mayo último: "La utilización de un 
bien de uso público como es el espectro ra-
dioeléctrico, demanda el cumplimiento de 
exigencias técnicas que involucran la de-
bida ejecución de las obras pertinentes, y 
el respeto de las disposiciones legales, que 
regulan la utilización de ese espacio. En 
este campo cabe una especial y exclusiva 
intervención de la Superintendencia de 
Servicios Eléctricos, según lo indican, en-
tre otros, el artículo 121 y 159 del D.F.L. 
N<? 4, de 1959". 

"La misma Contraloría General, en el 
mencionado dictamen, ha señalado que "el 
establecimiento de cualquier canal tele-
visivo debe cumplir cabalmente con todos 
los requisitos y autorizaciones técnicas, 
aun con aquellas que. . . revisten el "carác-
ter de previas".-Al mismo tiempo, ha ex-
presado que son obligatorias para terce-
ros las resoluciones que la Superintenden-
cia "adopte para hacer cumplir las exi-
gencias propias del establecimiento de una 
estación de esta índole, o para obtener la 
aplicación de las sanciones, en caso con-
trario". 

"El delito cometido en la especie" —se-
gún el Ministro— "aparece descrito por 
el artículo 169 de la Ley General de 
Servicios Eléctricos, que establece: "El 
que instale estaciones de radiotransmi-
sión, f i jas o móviles, clandestinamente, 
además de la multa y comiso de los apara-
tos por parte del Gobierno, sufrirá la pe-
na de reclusión menor en su grado máxi-
mo". Sobre el particular, es necesario 
considerar que en virtud de lo prescrito 
por el artículo 63 del Reglamento de Ins-
talaciones Eléctricas —aprobado por de-
creto del Interior N9 1,280 de 1971 y pu-
blicado en el Diario Oficial de 24 de sep-
tiembre de dicho año—, se reputan insta-
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laciones clandestinas aquellas que "no ha-
yan sido autorizadas por la Superinten-
dencia y se encuentren' en funcionamien-
to". 

"En relación con el carácter clandesti-
no de esta instalación, es conveniente te-
ner presente que en la página 17 de la 
edición del 19 de junio de "El Mercurio" 
puede leerse: "Ha sido el secreto mejor 
guardado de la historia reciente de la Uni-
verdad de Chile: la salida al aire del Ca-
nal 6 de Televisión de esta Casa de Estu-
dios". A la Superintendencia de Servicios 
Eléctricos —a la cual no se le ha plantea-
do la controversia concerniente a la ad-
ministración del Canal 9— tampoco se le 
informó oportunamente y sólo recibió una 
comunicación sobre el particular, en la 
que no se pedía autorización alguna, con 
fecha 20 del mismo mes, o sea, con poste-
rioridad a la instalación y- puesta en ex-
plotación del Canal". 

"En atención a la perpetración de este 
delito, la Superintendencia, en el ejercicio 
de la atribución que le confieren los ar-
tículos 158, 159, 169 y 170 de la Ley Ge-
neral de Servicios Eléctricos, mediante 
Resolución Exenta N9 822 del 18 del mes 
de junio, dispuso que se pusiere término 
al funcionamiento de la estación y se pro-
cediese al decomiso de los equipos, con au-
xilio de la fuerza pública, que fue otorga-
da por ' la Intendencia". 

"En conformidad a dicho requerimien-
to y en virtud de la correspondiente orden 
escrita de la Intendencia de Santiago, im-
partida el 18 de junio con el N9 127, fun-
cionarios de Investigaciones, con la co-
laboración de Carabineros de la 14? Co-
misaría y la asesoría técnica del perso-
nal de Servicios Eléctricos, sin emplear 
violencia innecesaria ni deteriorar el equi-
po, a las 6.55 horas del 19 de junio pro-
cedieron a decomisar algunos componentes 
de la estación clandestina, que se deta1 

lian en el Parte de Investigaciones N9 570, 
remitido el mismo día por la Superinten-
dencia al Octavo Juzgado del Crimen de 
Mayor Cuantía, junto con la denuncia de 
rigor". 

"Sobre el particular, debe advertirse que 
el D.F.L. N9 4 asegura a la Superinten-
dencia el otorgamiento de la fuerza pú-
blica necesaria, de modo que son suficien-
tes para legitimar la orden de Intenden-
cia los preceptos invocados en la Resolu-
ción N9 822 y, en especial, el artículo 170 
de esta ley, que expresamente establece 
que para estos efectos la Superintendencia 
puede "requerir de la autoridad adminis-
trativa el auxilio de la fuerza pública para 
el cumplimiento de sus resoluciones". 

"El concurso de la fuerza pública, que 
posibilita la ejecución de esas resolucio-
nes, sería ineficaz si no pudiese llevar a 
cabo un allanamiento. Este auxilio se jus-
tifica por razones de seguridad, y de pro-
tección a los derechos legalmente consti-
tuidos, en un ámbito tan importante y 
trascendente como es el de los servicios 
eléctricos. Por esto, el número 39 del ar-
tículo 159 del D.F.L. N9 4 autoriza a la 
Superintendencia para "clausurar, con el 
auxilio de la fuerza pública, las fábricas 
de materiales eléctricos que no hayan sido 
aprobados o cuya fabricación o empleo 
haya sido prohibido" y también la facul-
ta para "requisar, con el auxilio de la 
fuerza pública, la totalidad de los mate-
riales y aparatos eléctricos de cualquiera 
procedencia, entregados al comercio o de-
positados en otro lugar, si su uso es peli-
groso o ha sido prohibido por Servicios 
Eléctricos". En armonía con estas dispo-
siciones, el artículo 163 de la ley prescri-
be que los funiconarios de la Superinten-
dencia "tendrán libre acceso a las centra-
les, subestacionés, talleres y líneas y de-
pendencias de los servicios eléctricos", en-
tre los cuales se cuentan los correspon-
dientes a las estaciones de televisión, se-
gún lo previsto por la- letra k) del artícu-
lo l 9 . Asimismo, es preciso considerar que 
el artículo 171 sanciona penalmente todo 
ataque o resistencia violenta a los agentes 
o emplteados de la Superintendencia en el 
desempeño de sus funciones." 

"Por otra parte, debe señalarse que, 
según consta en un informe evacuado por 
el personal de Servicios Eléctricos que 
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participó en la diligencia, también se 
había incurrido en numerosas y graves 
infracciones a las normas reglamentarias 
y técnicas que regulan el establecimiento 
de un canal de televisión.. Así, la sala de 
transmisión no estaba acondicionada para 
cumplir sus funciones; carecía de dispo-
sitivos de extinción de incendios; el piso 
era de madera, la iluminación deficiente y 
la instalación eléctrica interior antirregla-
mentaria; el equipo transmisor estaba 
montado en racks, sin tapas de protección 
ni instrumentos de control, y el cable de 
alimentación de la antena no tenía canali-
zación. Además, es menester destacar que 
la antena se levantó sin autorización de 
los organismos técnicos —entre los cuales 
está la Dirección de Aeronáutica— no 
obstante su peligrosidad, debido a su altu-
ra y su ubicación en un sector residen-
cial." 

"Por cierto, también hay que mencio-
nar el hecho de que el patio que circunda 
el inmueble de Pedro de Valdivia N9 2454 
estaba totalmente electrificado, mediante 
alambres de púas. En el interior, junto 
con una gran cantidad de piedras, de di-
versos tamaños, la policía halló, entre otros 
elementos, 20 linchacos, 7 hondas, 950 
balines, 5 bombas detonantes y 46 bom-
bas incendiarias. En esta forma, se detuvo 
infraganti a 31 moradores, uno de los cua-
les amenazó a los funcionarios policiales 
con un revólver marca "Pasper" calibre 
22, que no se encontraba inscrito y por-
taba sin autorización". 

"En consecuencia, cualquiera que juz-
gue imparcial y objetivamente deberá 
concluir que, además del delito de instala-
ción clandestina y de numerosas infrac-
ciones a normas técnicas y reglamenta-
rias, se perpetraron delitos sancionados 
por la ley N9 12.927 sobre Seguridad del 
Estado, la ley N9 17.987 sobre Control de 
Armas y el • Código Penal, todo lo cual sig-
nifica que la autoridad administrativa 
habría incurrido en grave incumplimien-
to de sus deberes si no hubiese actuado 
del modo en que efectivamente obró". 

"Los acusadores argumentan, preten-
diendo hacer aplicable el inciso segundo 
del artículo 49 del Estatuto Orgánico de 
la Universidad de Chile, que la autoridad 
administrativa no podía proceder "sin la 
anuencia de la autoridad universitaria que 

corresponda". 
* "El mencionado precepto es una norma 
de excepción que consagra, sólo para un 
determinado efecto, la inviolabilidad de 
los recintos de la Universidad. Por con-
siguiente, no es dable extender su alcance 
a un inmueble como el en que se instaló 
clandestinamente el Canal 6, pues aún ni 
siquiera se perfecciona la compra para la 
respectiva Corporación de Televisión, que 
es una persona jurídica distinta de la Uni-
versidad, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 29 de la ley N9 17.377." 

"Es necesario considerar, además, que 
el referido inciso segundo debe analizar-
se en concordancia con el inciso primero 
del mismo artículo, que garantiza, dentro 
de la Universidad de Chile, "la libre ex-
presión y coexistencia de las diversas 
ideologías y corrientes del pensamiento, 
sin otra limitación que su ejercicio se su-
jete a normas de respeto mutuo". 

"En la tramitación parlamentaria de la 
ley N9 17.434, que facultó al Presidente 
de la República para promulgar el Esta-
tuto Orgánico de la Universidad de Chile, 
Ja Comisión de Educación Pública de la 
Honorable Cámara, informando el proyec-
to, señaló que "estimó conveniente dejar 
establecido en la historia fidedigna de esta 
iniciativa legal que la inviolabilidad de 
los recintos universitarios", consignada en 
el inciso segundo del artículo 49 del Esta-
tuto, "debe entenderse como el estable-
cimiento de una garantía de superviven-
cia del principio del pluralismo universi-
tario que consagra dicho artículo 49 en su 
inciso primero, esto es, el derecho de los 
miembros de la comunidad universitaria 
a la libre expresión y coexistencia de las 
diferentes ideologías y corrientes de pen-
samiento, sin más limitación que la su-
jeción de su ejercicio a principios de mu-
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tuo respeto, y que para este preciso efec-
to los recintos universitarios son invio-
lables". 

"La misma Comisión agregó terminan-
temente que "en ningún caso, esta invio-
labilidad territorial puede servir de. am-
paro a la comisión de delitos o hechos de-
lictuosos dentro de la Universidad, pues-
to que tales hechos delictivos no confor-
man expresiones ideológicas ni del pensa-
miento y quedan, en consecuencia, al mar-
gen de esa inviolabilidad". 

"También puede recordarse que don 
Ricardo Lagos Escobar, a la sazón Secre-
tario General de la Universidad, expresó 
a la Comisión, según se indica eri su in-
forme evacuado con fecha 27 de enero de 
1971: "En cuanto a la situación plantea-
da de delitos comunes, en verdad en nin-
gún instante se ha pretendido que la Uni-
versidad sea una suerte de Estado dentro 
del Estado". 

"El propio señor Edgardo Boeninger 
Kaussel, como Rector de la Universidad, 
manifestó en el seno de la Comisión: 
"Insisto en que el objeto de la norma es 
salvaguardar a cualquier persona su po-
sibilidad de expresarse .libremente en el 
campo ideológico, y, por lo tanto, hasta 
que dicha expresión no llegue a constituir 
un delito, nuestra institución, de acuerdo 
con el espíritu que informa tal disposi-
ción, le debe protección". 

Termina el señor Ministro diciendo que 
"'Siendo constitutivos de delitos comunes 
los hechos que debió enfrentar la autori-
dad administrativa, es indudable que no 
regía la protección contemplada por el 
inciso segundo del artículo 49 del Estatuto 
Orgánico de la Universidad de Chile". 

Agrega, por último, que acompaña co-
pia de los siguientes documentos: dicta-
men N" 35.531 de la Contraloría General 
de la República; comunicación del Presi-
dente de la Corporación de Televisión de 
la Universidad de Chile; Resolución Exen-
ta N*? 822 de la Superintendencia de Ser-
vicios Eléctricos, de Gas y Telecomunica-
ciones e informe técnico correspondiente; 

Orden de la Intendencia de Santiago N9 

127 y Parte de Investigaciones N9 570. 

A continuación, hicieron uso de la pa-
labra varios señores Diputados que sos-
tuvieron la acusación, sin que ninguno la 
impugnara. 

La Cámara de Diputados, por 81 votos 
a favor, aprobó la proposición de acusa-
ción constitucional deducida por once se-
ñores Diputados en contra del Ministro 
del Interior, don Gerardo Espinoza Carri-
llo, por las causales de "infracción de la 
Constitución y atropellamiento de las le-
yes". 

En conformidad a la disposición conte-
nida en el artículo 42 de la Constitución, 
corresponde al Senado resolver como ju-
rado si el acusado es o no es culpable de 
delito de abuso de poder que se le imputa. 

Los preceptos reglamentarios de esta 
Corporación señalan que el acusado tiene 
el derecho a plantear la cuestión previa 
de si la acusación cumple o no cumple con 
los requisitos que la Constitución señala, 
y en caso de no usar de ese derecho, co-
rresponderá a los señores' Diputados de-
signados por la Honorable Cámara, for-
malizar y proseguir la acusación. 

En seguida, tendrá la palabra el acusa-
do, y si éste no estuviera presente, se lee-
rá la defensa escrita, si la hubiere enviado. 

Á continuación, ,los Diputados miem-
bros de la Comisión Especial dispondrán, 
en conjunto, de hasta media hora para 
replicar, y, finalmente, el acusado podrá 
duplicar por igual tiempo, cumplido lo cual 
el Presidente del Senado deberá anunciar 
que la acusación se votará al iniciarse el 
Orden del Día de la sesión especial si-
guiente. 

Asimismo, nuestro Reglamento estable-
ce que la Sala deberá votar por separado 
cada capítulo de la acusación, entendién-
dose por capítulo el conjunto de hechos 
específicos que, a juicio de la Cámara de 
Diputados, constituyan uno de los delitos 
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que, según la Constitución Política del 
Estado, autorizan para interponer la acu-
sación. 

Por último, cabe señalar que el Regla-
mento también dispone que el Senado 
queda citado a sesiones especiales diarias 
de 16 a 19 horas, hasta el término de la 
acusación. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente) .— Como el señor Ministro del 
Interior no se encuentra presente en la 
Sala para plantear la. cuestión previa de 
si la acusación cumple o no cumple con 
los requisitos que la Constitución señala, 
ofrezco la palabra a los señores Diputados 
de la Comisión acusadora designados por 
la Cámara con el objeto de que sostengan 
la acusación. 

El señor RIESCO (Diputado acusador). 
—Pido la palabra. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).— Tiene la palabra el Dipu-
tado por San Carlos e Itata, señor Riesco. 

El señor RIESCO (Diputado acusador). 
—Señor Presidente, Honorables Senado-
res : 

Tal como informó el señor Secretario 
del Senado, la Cámara, en su sesión del 
martes 3 de julio, basada en el libelo acu-
satorio presentado por 11 señores Dipu-
tados y en el informe emitido por la Co-
misión acusadora, dio lugar a la admisi-
bilidad de la acusación presentada en con-
tra del Ministro del Interior, señor Ge-
rardo Espinoza Carrillo, por las causales 
de infracción a la Constitución y atrope-
llamiento de las leyes, establecidas en la 
letra b), atribución 1^, del artículo 39 de 
la Constitución Política del Estado. 

Los Diputados Aylwin, Krauss y el que 
habla, presentes en esta Sala, fuimos nom-
brados, de acuerdo con el artículo 269 del 
Reglamento de la Cámara, para formali-. 
zar y proseguir ante el Senado la acusa-
ción. 

En virtud de ese mandato, venimos esta 
tarde a dar a conocer los fundamentos 
de la acusación y a explicar- las razones 
que tuvo la Cámara de Diputados para 

aprobarla, como, asimismo, a solicitar a 
esta Honorable Corporación que destitu-
ya al Secretario de Estado en referencia, 
por la gravedad de las infracciones de-
nunciadas y el daño al ordenamiento ju-
rídico de Chile. 

Antes de referirme a los hechos propia-
mente tales, deseo dejar establecido que 
en ningún caso nuestra posición favora-
ble a la acusación se basa en motivos per-
sonales. Muy por el contrario, siempre 
mantuvo una relación cordial con la per-
sona del señor Ministro, en especial 
rante su desempeño como Diputado en e. 
período parlamentario pasado. En efecto, 
ella radica en el conocimiento de los suce-
sos que nos cupo conocer como miembros 
de la Cámara, y en mi caso particular, 
como integrante y Presidente de la Comi-
sión acusadora. 

Igualmente, quiero expresar, np obstan-
te que diversos Diputados se refirieron, 
tanto en la Comisión como en la Sala, a 
una serie de acontecimientos en que cabe 
responsabilidad al Ministro, tales como 
la represión contra los mineros de El Te-
niente; la detención de diversos periodis-
tas sin orden competente; el desalojo de 
órganos de prensa; allanamientos sin or-
den judicial —hechos todos que implican 
atropellos constitucionales y legales—, 
sólo me limitaré a analizar los sucesos re-
lacionados con el allanamiento del Canal 6 
de Televisión de la Universidad de Chile, 
que motivaron expresamente la presenta-
ción de esta acusación constitucional. -

Entrando en materia, debo decir que 
los hechos mismos son los que ha señala-
do detalladamente el señor Secretario en 
su relación, los que, por lo demás, son 
conocidos ampliamente por la opinión pú-
blica, 

A mayor abundamiento, puedo infor-
mar que la Comisión acusadora se cons-
tituyó en el lugar mismo de los aconte-
cimientos y pudo comprobar los daños 
ocasionados en el local de la calle Pedro 
de Valdivia y en los equipos transmiso-
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res de Canal 6. Además, se cuenta con el 
testimonio de los personeros de la Univer-
sidad de Chile, de su Corporación de Te-
levisión, como asimismo con el del Nota-
rio señor Arturo Carvajal y del Presiden-
te del Colegio Nacional de Periodistas, 
señor Carlos Sepúlveda, entidad que acor-
dó solicitar a la Cámara qué se presen-
tara esta acusación. De lo anterior se 
desprende claramente que, sin lugar a du-
das, se llevaron a efecto el allanamiento, 
las detenciones, perturbaciones de la pose-
sión y daños denunciados en contra del 
Canal 6 de Televisión. 

Ahora bien, establecidos los hechos, de-
be señalarse que no fueron producto de la 
casualidad o de la- irresponsabilidad de 
funcionarios subalternos, ya que existe un 
claro nexo entre el Ministro del Interior 
y el funcionario que dio orden de actuar, 
a Carabineros e Investigaciones. En efec-
to, dicho Secretario de Estado, en decla-
ración formulada a la Directiva del Cole-
gio Nacional de Periodistas, dijo que se 
trataba de una medida tomada a plena 
conciencia, pues la instalación del Canal 6 
de Televisión se habría hecho al margen 
de la ley. Igualmente, el propio Diputado 
señor Enrique Krauss, quien concurrió en 
compañía del Diputado Aylwin y d.e algu-
nos estudiantes hasta la Intendencia de 
Santiago, según declararon ante la Comi-
sión acusadora, pudieron oír de labios del 
señor Intendente la aseveración de que 
la acción en contra del Cánal 6 se adoptó 
con conocimiento y autorización del señor 
Ministro del Interior, a petición del señor 
Superintendente de Servicios Eléctricos. 

Todavía más, en ningún caso el pro-
pio afectado negó la responsabilidad de 
los funcionarios de Servicios Eléctricos, 
del Servicio de Investigaciones y. del 
Cuerpo de Carabineros, todos bajo sus 
órdenes, que llevaron adelante las accio-
nes de hecho. Inclusive, queda demostra-
do plenamente el trato discriminatorio de 
•ese Ministro para con la Universidad de 
Chile, ya que no ha adoptado ñi aceptado 
tomar medida alguna ante la usurpación 

y uso indebido del Canal 9 de Televisión, 
en manos de grupos extremistas de Iz-
quierda, aparte que tampoco ha interve-
nido ante la existencia de un verdadero 
canal pirata de una universidad del Norte 
del país. Por el contrario, ha quedado es-
tablecido que sólo actuó en contra de un 
canal que opera amparado en la Constitu-
ción y las leyes, y cuyo funcionamiento 
fue determinado por un plebiscito univer-
tario. 

Finalmente, antes de entrar al análisis 
de los cargos que se imputan al señor Mi-
nistro, quiero dejar constancia de qüe a la 
Comisión acusadora de la Cámara no 
asistió, tal como lo expresó el señor Se-
cretario del Senado, ningún funcionario 
de Gobierno, a excepción de los jefes má-
ximos del Cuerpo de Carabineros y ofi-
ciales que expresamente fueron invitados. 
Hago mención especial del señor Inten-
dente de Santiago, del Director de Inves-
tigaciones y del Director de Servicios 
Eléctricos, funcionarios que no concu-
rrieron, no obstante que fueron citados en 
más de una oportunidad, bajo apercibi-
miento, ya que tienen la obligación legal 
de concurrir cuando son citados por la 
Cámara. Tal como se comunicó a la Con-
traloría General de la República, repito, 
dichos funcionarios no concurrieron. 

Entrando de lleno a los hechos denun-
ciados en la acusación, los Diputados que 
la firmaron señalan las siguientes infrac-
ciones a la Constitución y a las leyes en 
que incurrió el Ministro acusado: prime-
ro, violación del artículo 10, N9 3, de la 
Constitución Política del Estado, relativo 
a la libertad de expresión; segundo, in-
fracción del N9 15 del artículo 10 de la 
Carta Fundamental, que consagra la li-
bertad personal; tercero, atropellamiento 
del artículo 49 del Estatuto Orgánico de la 
Universidad de Chile, decreto con fuerza 
de ley N9 1, de Educación, del año 1971, 
relacionado en forma expresa con la auto-
nómía universitaria; cuarto, atropella-
miento de la ley N9 17.377, que legisla so-
bre televisión chilena y univérsitaria; y 
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quinto, comisión de los delitos de deten-
ción ilegal, allanamiento irregular, per-
turbación de la posesión y daño, descritos 
y sancionados, respectivamente, por los 
artículos 148, 155, 158 (N9 6) y 484 y si-
guientes del Código Penal. 

Diversas personas fueron citadas o in-
vitadas a la Comisión y se requirieron dis-
tintos antecedentes. Sería lato referirme 
a cada uno de ellos, tanto más cuanto que 
el señor Secretario hizo mención especial 
en su relación de todos los antecedentes 
proporcionados y de las personas que con-
currieron a ese organismo. Pero de las de-
claraciones de todas ellas y de lós docu-. 
mentos que se exhibieron, pudieron esta-
blecerse los siguientes hechos que sirven 
para dar fundamento a la acusación. 
• El 19 de enero del año en curso los es-
tudios de la Corporación de Televisión 
de la Universidad de Chile, ubicados en la 
calle Inés Matte Urrejola N9 0825, de esta 
ciudad, y la planta transmisora de la mis-
ma Corporación, situada en la cumbre del 
Cerro San Cristóbal, fueron tomados por 
un grupo de personas que no representa-
ban ni a dicha Corporación ni a la Uni-
versidad a la cual ella pertenece, configu-
rándose los delitos de usurpación y de 
atentado contra la libertad de trabajo, 
que dieron lugar a una querella criminal 
que los representantes legales de la Uni-
versidad de Chile interpusieron ante el 
Tercer Juzgado del Crimen de Mayor 
Cuantía da Santiago. 

Teniendo presente que la Constitución 
Política del Estado, en su artículo 10, N° 
3, dispone que "sólo el Estado y las Uni-
versidades tendrán el derecho de estable-
cer y mantener estaciones de televisión, 
cumpliendo con los requisitos que la ley 
señale", y que, de acuerdo con lo que esta-
blece el artículo 29 de la ley N9 17.377, la 
Universidad de Chile es titular de una 
concesión legal para "Establecer, operar 
y explotar Canales de Televisión en el te-
rritorio nacional" y, además, que esa con-
genian ln ha sido otorgada por ley, sin res-
P-cto v. determinado canal, se resolvió por 

las autoridades universitarias ejercitar el 
derecho de realizar transmisiones de tele-
visión en una frecuencia y con un núme-
ro distintos de los hasta entonces emplea-
dos, visto el impedimento material y d e 

hecho que existía para seguir usando los 
canales y las estaciones usurpados. 

Con ese propósito, la Corporación de 
Televisión de la Universidad de Chile sus-
cribió un contrato de compraventa del in-
mueble ubicado en Avenida Pedro de Val-
divia N9 2454 y, además, inició el estudio, 
diseño y construcción de los equipos e ins-
talaciones necesarios para continuar sus 
emisiones, las que saldrían al aire por la 
banda de Canal 6, cubriendo inicialmente 
sólo la zona de Santiago. 

La construcción y montaje de los equi-
pos se completaron existosamente, y el 16 
de junio del año en curso, alrededor de las 
19 horas, la Universidad de Chile, que es 
la concesionaria legal de un derecho otor-
gado por la Constitución y la ley —tal co-
mo lo he señalado—, por intermedio de su 
Corporación de Televisión resolvió, prin-
cipalmente para advertir el carácter clan-
destino de las emisiones que con seguri-
dad podrían seguir efectuando los usur-
padores del Canal 9 y como medida de 
buen orden con relación a la Superinten-
dencia de Servicios Eléctricos, Gas y Te-
lecomunicaciones, y también como defe-
rencia hacia el Honorable Consejo Nacio-
nal de Televisión; resolvió —digo— comu-
nicarles la reanudación de sus emisiones 
eñ la nueva frecuencia. 

Frente a la circunstancia de tratarse 
de un día sábado, por estar próxima la lle-
gada del domingo, día festivo, encomendó 
al Consejero señor Balbontín requerir los 
servicios de un notario para que certifi-
case la remisión de las cartas a los orga-
nismos citados. Esta diligencia se cumplió 
ese mismo día, según certificación que 
suscribe el notario público de Santiago 
señor Andrés Rubio. 

No creo necesario referirme en especial 
o dar lectura a la comunicación que envió 
el señor Eugenio Retamal Scháfer, Presi-
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dente y Representante -Legal de la Corpo-
ración de Televisión de la Universidad de 
Chile, dado que sobre esta materia, espe-
cia lmente en lo que atañe a la libertad de 
expresión y a los derechos de la televisión 
universitaria, intervendrá el Diputado se-
ñor Krauss. Básteme tan sólo señalar que 
el señor Retamal remitió una nota ál se-
ñor Superintendente de Servicios Eléctri-
cos, en uno* de cuyos acápites . dice textual-
mente: "Al señor Superintendente pido 
se sirva tomar conocimiento de que la con-
cesión legal y constitucional para que la 
Universidad de Chile establezca, opere y 
explote canales de Televisión por inter-
medio de esta Corporación de Televisión, 
se ejerce desde la fecha de hoy, 16 de ju-
nio de 1973, a través del Canal 6 en la 
ciudad de Santiago en la forma descrita, 
'y sin perjuicio de las acciones legales 
mencionadas." 

No hay duda alguna de que Servicios 
Eléctricos recibió dicha nota, pues, curio-
samente, al día siguiente de ocurridos los 
hechos, que se perpetraron el día 19, con-
testó mediante comunicación dirigida a 
los "Señores Universidad de Chile", dán-
dola por recibida y pidiendo sólo datos e 
informaciones sobre aspectos técnicos del 
funcionamiento del nuevo canal. 

Ese es testimonio de que la Superin-
tendencia respectiva estaba notificada ple-
namente de que se trataba de un canal 
universitario. 

Por lo demás, y con esa misma fecha, 
los representantes de la Corporación de 
Televisión de la Universidad de1 Chile en 
viaron también una comunicación a la 
Decimocuarta Comisaría de Santiago, en 
la cual le informaban que el local de Pe-
dro de Valdicia N9 2454, donde funciona-
ba una estación de televisión, era rectnto 
universitario. 

En las sesiones de la Comisión que tuve 
el honor de presidir, el Director General 
de Carabineros, el Prefecto Jefe de San-
tiago y el Jefe de la Decimocuarta Comi-
saría, el Mayor Benussi, reconocieron que 
previamente a la iniciación de las trans-

misiones del canal universitario se había 
recibido dicha comunicación. Inclusive, 
hay constancia de que carabineros de esa 
Comisaría brindaron protección policial 
al local universitario mencionado. 

Ahora bien, el domingo 17 de junio, a 
las 20.5, la Corporación de Televisión de 
la Universidad de Chile reinició sus trans-
misiones a través del Canal 6 de Televi-
sión. 

El lunes 18 del mismo mes comenzaron 
las actividades delictuales que motivaron 
esta acusación. 

El Superintendente de Servicio Eléctri-
cos, de Gas y de Telecomunicaciones, se-
ñor Jaime Schatz, dirigió una nota a la 
Empresa de Televisión Nacional de Chi-
le requiriéndola para operar equipos en 
términos de interferir las transmisiones 
del Canal 6. En la Empresa de Televisión 
Nacional de Chile, y ante la petición del 
señor Schatz, se ordenó a dos funcionarios 
que procedieran a la' instalación y opera-
ción de los equipos destinados a interfe-
rir las transmisiones citadas, las que co-
menzaron a efectuarse alrededor de las 9 
de la noche. De esto quedó constancia en 
la Comisión, y se tiene también la comu-
nicación de la Superintendencia de Servi-
cios Eléctricos. No creo necesario darle 
lectura, porque se referirán en forma ex-
presa a la materia los señores Diputados 
que me acompañan. 

Quiero señalar, sí, que el Superinten-
dente de Servicios Eléctricos se dirigió al 
mismo tiempo al 'Intendente de Santiago, 
señor Julio Stuardo, por oficio N9 822, 
solicitándole el auxilio de la fuerza públi-
ca para allanar, descerrajar e incautarse 
de los equipos del Canal 6. El mismo día 
18 el señor Intendente dictó una resolu-
ción mediante la cual, invocando el citado 
oficio 822, del señor Schatz, y las faculta-
des que le confiere el artículo 52 de la ley 
de Régimen Interior, ordenó el allana-
miento y el descerraj amiento del local del 
Canal 6 de Televisión, con incautación de 
los equipos. 

Quiero rejar constancia de que en la 
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Comisión acusadora de la Cámara de Di-
putados, el señor Prefecto de Santiago di-
jo haber objetado la comunicación que le 
mandó directamente la Dirección de Ser-
vicios Eléctricos y Gas, y haber exigido 
que la orden fuera firmada expresamen-
te por el Intendente señor Stuardo. 

Al día siguiente, cuando aún no ama-
necía, un contingente numeroso de fun-
cionarios de la Superintendencia de Ser-
vicios Eléctricos y de Gas y de la Direc-
ción de Investigaciones, apoyados por Ca-
rabineros, que en sus oficios a la Cáma-
ra asegura haber actuado solamente co-
mo fuerza pública —en una comunicación 
firmada por don Ramón Viveros, General 
Subdirector de Carabineros, se expresa 
que la actuación de Carabineros "se cir-
cunscribirá a prestar el debido resguardo 
policial a los funcionarios de la Dirección 
de Servicios Eléctricos y Gas que lleva-
rían a efecto el allanamiento, protección 
que debería realizar con personal que es-
pecialmente se destinó para ello" —se hi-
zo presente en el inmueble de Avenida 
Pedro de Valdivia, y una vez allí procedió 
a descerrajar las puertas del jardín. Des-
taco que se trataba de un recinto univer-
sitario, lo que, por lo demás, estaba escri-
to en grandes carteles en el frontis del 
inmueble. Y además —repito—, se había 
notificado de ello a. la Decimocuarta Co-
misaría por las autoridades del Canal 6 
y de que, por consiguiente, para entrar se 
debía exhibir una orden de autoridad 
competente con la anuencia de la autori-
dad universitaria respectiva. A pesar de 
ello, los funcionarios que actuaron no só-
lo no exhibieron nada, sino que descerra-
jaron con violencia la puerta y penetra-
ron, encañonando a los estudiantes con las 
armas de fuego que portaban. Ingresaron 
en seguida a la casa misma, y aparte oca-
sionar vandálicos destrozos en los estu-
dios y planta transmisora, procedieron a 
sustraer valiosos equipos electrónicos fun-
damentales para transmitir. Finalmente, 
detuvieron alrededor de 31 .personas, en-
tre estudiantes y funcionarios que allí se 

encontraban, a quienes trataroh con de-
susada violencia y en forma manifiesta-
mente vejatoria. 

Comprobado que existían ese allana-
miento y la detención de las personas 
mencionadas, con el mérito de las decla-
raciones de algunos de los detenidos y 
de las autoridades universitarias que con-
currieron a la Comisión; y en virtud de 
los documentos que los señores Diputados 
tuvieron a la vista y de que, como con-
secuencia de dicha acción, el Canal 6 de 
Televisión de la Universidad de Chile no 
pudo salir al aire con sus emisiones, a 
juicio de la Comisión quedó ampliamente 
demostrado que se violó el N? 3 del ar-
tículo 10 de la Constitución Política del 
Estado, puesto que se impidió la libre ex-
presión para emitir, por la televisión, opi-
niones o informaciones, y se privó asimis-
mo a la Universidad de Chile del derecho 
de establecer y mantener estaciones de 
televisión, derecho entregado expresamen-
te a las universidades por la disposición 
constitucional que he mencionado, apar-
te estar ratificado por la ley 17.377. 
Igualmente, quedó establecido que se in-
fringió el N? 15 del artículo 10 de la Car-
ta Fundamental, que consagra la' libertad 
personal, al detenerse en forma arbitraria 
e ilegal a las personas que ocupaban el 
Canal 6. 

Quiero dejar constancia de que la ile-
galidad e infracción de la Carta Funda-
mental que implicaban esos actos que-
daron plenamente demostradas en el con-
siderando tercero del fallo de la Corte 
de Apelaciones de Santiago recaído en 
el recurso de amparo que se presentó a 
favor de las personas detenidas. En efec-
to, figura entre loá documentos que lle-
garon a la Comisión acusadora un oficio 
firmado por don Marcos Aburto Ochoa, 
Presidente de la Ilustre Corte de Apela-
ciones, en el que se adjunta una copia de 
la resolución dictada por ese alto tribu-
nal a raíz de la presentación dé los ci-
tados recursos de amparo. 
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Por su importancia, daré lectura al fa-
llo de la Corte de Apelaciones de Santia-
go, Que fue ratificado plenamente por la 
Corte Suprema. 

El documento dice: 
"Vistos y teniendo presente: 
"l9—Que la privación de libertad de 

las personas en favor de quienes se re-
curre de amparo, fue obra de los funcio-
narios de Investigaciones, practicando un 
allanamiento dispuesto por el Intendente 
de la provincia en un local que pertene-
cía a la Universidad de Chile y en que 
funcionaba una instalación difusora de 
televisión porque, se afirma, se habrían 
encontrado algunas armas. Así aparece 
de las constancias dejadas por la Secre-
taría en lo Criminal de esta Corte en es-
tos expedientes acumulados. 

"29—Que las Universidades están fa-
cultadas por la Constitución Política y 
por la ley para establecer, operar y explo-
tar canales de televisión (artículo 10, N9 

8, de la Carta Fundamental y artículo 2"? 
de la ley 17.377 y 2<? de su Reglamento) y 
esta sola circunstancia, es bastante para 
concluir que la orden del Intendente de 
la provincia que dispuso el allanamiento 
del edificio de la Avenida Pedro de Val-
divia N9 2454 en que funcionaba experi-
mentalmente el nuevo canal de la Univer-
sidad de Chile, fue arbitraria. Lo fue ade-
más, porque el Intendente no está auto-
rizado por la ley, sino en situaciones muy 
especiales para ordenar un allanamiento, 
como claramente se desprende del artícu-
lo 52 del decreto con fuerza de ley sobre 
Régimen Interior, situaciones que no con-* 
curren en la especie. Por último, de po-
der haberlo hecho, caso que no es así, de-
bió solicitar la anuencia de la autoridad 
universitaria correspondiente (artículo 49 

inciso segundo del decreto con fuerza de 
lay N9 1 que aprueba el Estatuto Orgá-
nico de la Universidad de Chile). 

"49—Que no obstante que los detenidos 
fueron puestos a disposición de la Segun-
da Fiscalía Militar, esta Corte tiene com-

petencia para pronunciarse y conocer de 
estos Recursos, por cuanto la detención 
no emana de una autoridad judicial del 
fuero militar en su carácter de tal, sino 
como se ha dicho, de una autoridad ad-
ministrativa o de sus agentes (art. 60 
N9 3 del Código de Justicia Militar). 

"59—Que, por último, interesa consig-
nar en lo tocante al hecho de que se ha-
brían encontrado algunas armas en el lo-
cal allanado, ello no autorizaba a los de-
tectives para detener a las personas que 
se hallaban en ese local universitario, da-
das las circunstancias precedentemente ex-
puestas, y tan sólo puede dar lugar a una 
denuncia formulada ante la autoridad que 
corresponda. 

"De conformidad, además, con lo dis-
puesto en el artículo 306 del Código de 
Procedimiento Penal, se acogen los re-
cursos de amparo deducidos a fs. 1, 3 y 
5 disponiéndose la inmediata libertad a 
que se refieren estos antecedentes si no 
se encontraren privados de ella por otras 
razones, detenidos que fueron puestos a 
disposición de la Segunda Fiscalía Mili-
tar por oficio N9 572. 

"Y atención a las consideraciones que 
preceden y de acuerdo con lo prescrito en 
él artículo 311 del Código de Procedimien-
to Penal, pasen estos antecedentes al Mi-
nisterio Público. 

"Transcríbase." 
Igualmente, la Comisión Acusadora de 

la Cámara de Diputados tomó conocimien-
to de la ratificación de la Corte Suprema 
al fallo anterior, la que expresa: 

"Santiago, veintitrés de junio de mil 
novecientos setenta y tres. 

"Vistos: 
"Se confirma la resolución apelada de 

diecinueve del mes en curso, escrita a 
f. 8. 

"Regístrese y devuélvase.'' 
En seguida, haré un análisis cronoló-

gico de los hechos ocurridos. 
Poco después del mediodía, abogados de. 

la Corporación de Televisión de la Uni-
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versidad de Chile se hicieron presentes, 
acompañados del notario don Andrés Ru-
bio, en el Cuartel de Investigaciones de 
calle General Mackenna.' Allí se les negó 
la exhibición de la orden de allanamien-
to, la individualización de los detenidos y 
se les impidió la comunicación con ellos. 

El Presidente de la Corporación de Te-
levisión recurrió de amparo ante la Ilus-
trísima Corte de Apelaciones de Santia-
go, con el fin de que se declarara la ar-
bitrariedad de las detenciones y se orde-
nara la inmediata libertad de las perso-
nas detenidas. 

Como vimos, este recurso fue acogido 
en todas sus partes y también por la Cor-
te Suprema, lo que se demuestra con el 
fallo a que di lectura. 

Los hechos relatados, que constituyen 
el atropello más incalificable que ha co-
nocido la historia de la Universidad de 
nuestro país y la violación más canalles-
ca de su autonomía, consagrada como ga-
rantía constitucional en la Carta Funda-
mental de la República y desarrollada en 
el artículo 49 del decreto con fuerza de 
ley N? 1 de 1971, Estatuto Orgánico de 
la Universidad de Chile, son, por otra 
parte, constitutivos de delitos previstos y 
sancionados en la ley y configuran, se-
gún se demostrará,' otros delitos, como, 
por ejemplo, los de allanamiento irregu-
lar, detención ilegal, perturbación de po-
sesión, robo con violencia e intimidación 
en las personas y daños, a los que llama-
ré delitos menores, pues infringen otras 
disposiciones, independientemente de la 
violación de la Carta Fundamental. 

No me referiré en forma especial al 
atropello a la autonomía universitaria, 
porque el Diputado señor Aylwin, quien 
me acompaña esta tarde, expondrá la po-
sición de la mayoría de la Cámara de 
Diputados sobre esta materia. 

A continuación, me ocuparé en cada 
uno de los delitos que mencioné. 

1. Allanamiento irregular. El Intenden-
te de la provincia de Santiago ordenó el 

allanamiento fundándose, como ya se di-
jo, en el artículo 52 de la ley de Régimen 
Interior y señalando a su vez una peti-
ción en ese sentido proveniente del su_ 
perintendente de Servicios Eléctricos, de 
Gas y de Telecomunicaciones. De acuer-
do con la mencionada disposición, el alla-
namiento puede decretarse para "cumplir 
órdenes de detención que dictaren en los 
casos en que la ley les concede esta facul-
tad"; los demás casos señalados en el ar-
tículo son obviamente inaplicables y, en 
consecuencia, no me referiré a ellos. De 
este modo, el allanamiento sólo puede de-
cretarse para cumplir órdenes de deten-
ción emanadas del propio Intendente en 
los casos en que la ley le concede esta fa-
cultad. No puede, por consiguiente, decre-
tarse allanamiento puro y simple, sin de-
tención. Tampoco supone facultad de in-
cautación de especies. 

Ahora bien, la facultad de detención de 
los intendentes sólo procede, según el ar-
tículo 49 de la ley de Régimen Interior, 
para aprehender presuntos culpables de 
delitos comprendidos en la ley de Seguri-
dad Interior del Estado y en el artículo 
258 del Código de Procedimiento Penal. 
Huelga decir que las emisiones de tele-
visión no son, en ningún caso, delitos con-
signados en la ley de Seguridad Interior 
del Estado, ni tampoco de los señalados 
en el artículo 258 del Código de Proce-
dimiento Penal. 

La eventual infracción a la ley de Con-
trol de Armas, que al parecer se habría 
denunciado a posteriori por el Intenden-
te, no es delito consignado en, la ley de 
Seguridad Interior del Estado y no lo au-
toriza, por lo tanto, ni a decretar la de-
tención que ordenó ni el consiguiente alla-
namiento. 

Además, en la ejecución misma de la 
diligencia, el artículo 53 de la ley de Ré-
gimen Interior señala cuatro requisitos 
que deben cumplirse: presentación de co-
pia autorizada del mandamiento del In-
tendente, no empleo de la fuerza sino en 
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caso de encontrar resistencia, • respeto de 
las personas o cosas no Comprendidas en 
la orden, y levantamiento de acta circuns-
tanciada en la cual el afectado podrá de-
jar testimonio de lo que estime conve-
niente a su derecho. Ninguno de estos re-
quisitos fue cumplido por parte de los 
funcionarios que ejecutaron la orden y 
que, en nuestra opinión, fueron simple-
mente asaltantes del local universitario. 

En cuanto a la Dirección de Servicios 
Eléctricos, de Gas y de Telecomunicacio-
nes, ella sólo tiene facultades para clau-
surar, con el auxilio de la fuerza públi-
ca, las fábricas de materiales y aparatos, 
eléctricos que no hayan sido aprobados o 
cuya fabricación o .empleo hayan sido 
prohibidos por la Superintendencia y, ade-
más, para requisar, también con el auxi-
lio de la fuerza pública, la totalidad de 
los materiales y aparatos eléctricos de 
cualquier procedencia, entregados al co-
mercio o depositados en otro lugar, si su 
uso es peligroso o ha sido prohibido por 
Servicios Eléctricos. 

Este es el artículo 159, Ñ9 3, del decre-
to con fuerza de ley N9 4, ley general de 
Servicios Eléctricos. 

La ninguna relación de las disposicio-
nes señaladas con los hechos expuestos en 
esta presentación fue tácitamente reco-
nocida por el Superintendente de Servicios 
Eléctricos, de Gas y Telecomunicaciones 
al requerir del Intendente el auxilio de 
la fuerza pública y no proceder directa-
mente a la incautación. 

A todo lo anterior debe agregarse lo 
señalado por el artículo 49 del Estauto 
Orgánico de la Universidad de Chile, de-
creto con fuerza de ley N9 1, de 1971, que 
dice: "Los recintos universitarios son in-
violables y ninguna autoridad ajena a la 
Corporación o a sus representantes po-
drá ejercer sus atribuciones en ellos sin 
anuencia de la autoridad universitaria que 
corresponda." En el caso presente, la ca-
lidad de recinto universitario estaba cla-
ramente advertida por los letreros que 

hlbían sido colocados en el frontis, apar-
te las comunicaciones a que me he refe-
rido enviadas por el Consejo de Televisión 
de la Universidad de Chile al Superinten-
dente de Servicios Eléctricos y al Cuerpo 
de Carabineros. De manera que no cabe 
duda alguna de que constituye allana-
miento irregular la actuación de los fun-
cionarios de Gobierno Interior, porque se 
introdujeron en un local universitario y 
no cumplieron con los requisitos estable-
cidos en las disposiciones que señalé. Han 
tenido lugar, en consecuencia, dos tipos de 
irregularidades o abusos en el allanamien-
to: una de tipo jurisdiccional, al ser de-
cretado por autoridad sin facultad legal 
para hacerlo, y una de tipo formal, al in-
fringirse las formalidades que la ley se-
ñala en la realización misma de la dili-
gencia, quedando claramente configura-
do el delito de allanamiento irregular, el 
cual se encuentra sancionado en el artícu-
lo 155 del Código Penal. 

2.—Detenciones ilegales.—Como ya se 
ha dicho, los intendentes sólo pueden de-
cretar una detención en los casos de in-
fracción de la ley de Seguridad del Es-
tado y cuando se perpetren los delitos se-
ñalados en el artículo 258 del Código de 
Procedimiento Penal: falsificación de mo-
neda, descarrilamiento, homicidio, lesio-
nes graves, incendio, robo con violencia, 
hurto de animales. Asimismo, se exige que 
estimen fundadamente que haya verdade-
ro peligro de quedar burlada la acción de 
la justicia por la demora en recabarla de 
la autoridad judicial. Esta exigencia se 
repite en forma textual, tanto en el ar-
tículo 49 de la ley del Régimen Interior 
como en el artículo 258 del Código de Pro-
cedimiento Penal. 

No tienen autoridad, pues, los intenden-
tes para decretar detenciones por supues-
tas infracciones a la ley de Servicios Eléc-
tricos ni a la ley de Control de Armas. 

Decretar y llevar a cabo detenciones en 
las circunstancias señaladas constituye un 
abuso jurisdiccional, sustancial y formal: 
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la autoridad, el Intendente de la provincia 
de Santiago, en este caso, no estaba fa-
cultada para detener y no se daban tes 
exigencias de fondo y forma establecidas 
en la ley para ordenar y practicar una de-
tención, cometiéndose por dicha autoridad, 
entonces, el delito de detención ilegal que 
se encuentra tipificado en el artículo 148 
del Código JPenal y el cual, en el presente 
caso, se da en concurso con el delito de 
allanamiento irregular, al que ya se ha 
hecho referencia. 

3.—Perturbación en la posesión.— La 
conducta de los allanadores es, también 
sin lugar a dudas, constitutiva de este de-
lito, que se encuentra expresamente san-
cionado en el artículo 158, N9 6, del Có-
digo Penal. 

Creo que es tal la claridad al respecto, 
que no requiere que me extienda en ma-
yores consideraciones sobre el particular. 

4.—Robo con violencia e intimidación 
en las personas.—Los funcionarios de In-
vestigaciones, como ya se expresó en la 
relación de hecho realizada por el señor 
Secretario y en la exposición que estoy 
haciendo, encañonaron con armas de fue-
go a los ocupantes del inmueble allanado 
y, en seguida, procedieron a sustraer va-
liosos equipos electrónicos, dando forma a 
la comisión del delito de robo'con violen-
cia e intimidación en las personas, san-
cionado en los artículo 482 y siguientes, 
hasta el 439, del Código Penal. 

Debe tenerse igualmente en considera-
ción, a este respecto, que los asaltantes se 
llevaron los equipos referidos, negándose 
a levantar acta o a dejar testimonio algu-
no, y que hasta la fecha, pese a haber si-
do acogidos recursos de amparo, como lo 
señalé, por parte de la Corte de Apela-
ciones, y haber sido ratificados estos 
acuerdos por la Corte Suprema, no se han-
devuelto esos equipos. 

En cuanto al delito consistente en ha-
ber producido daños en el local universi-
tario allanado, delito consignado en los 
artículos .484 y siguientes del Código Pe-
nal, también incurrieron en él los asal-

tantes, pues cometieron destrozos en el 
local e inutilizaron los equipos transmiso-
res. Por lo demás, tales destrozos fueron 
comprobados personalmente por los miem-
bros de la Comisión Acusadora, que se 
constituyó en el lugar de los hechos. 

Señor Presidente, por todos los hechos 
expuestos, por los testimonios de las per-
sonas a las cuales se escuchó en la Co-
misión Acusadora, como igualmente por 
lo establecido y expresamente señalado en 
los diversos documentos recibidos en di-
cha Comisión, el informe de ésta, favora-
ble a la acusación —que fue tratado en 
la Cámara de Diputados en la fecha que 
indiqué al comenzar mi intervención—, fue 
ampliamente aprobado por esa rama del 
Congreso, dando lugar a la admisibilidad 
de la acusación constitucional en contra 
del señor Ministro del Interior. 

En la relación leída por el señor Secre-
tario del Señado se dice que, aparte la .de-
fensa escrita enviada a la Cámara por el 
señor Ministro del Interior, ningún Dipu-
tado se pronunció en contra de la acu-
sación. Al respecto, debo hacer una rec-
tificación, dado que diversos señores Di-
putados de Gobierno estuvieron presentes 
en la sesión en que la Cámara trató la 
acusación*. Inclusive, el señor Rodríguez, 
miembro de la Unidad Popular, participó 
en el debate en defensa del señor Ministro 
del Interior, quien, como todos sabemos, 
no concurrió. 

Por tales razones, la Cámara de Dipu-
tados estimó manifiestamente clara la si-
tuación producida en el Canal 6 de Tele-
visión en cuanto a que constituía atrope-
llamiento e infracciones de diversas dis-
posiciones establecidas en la Carta Funda-
mental, como asimismo en numerosos le-
yes vigentes en la República y, por la ma-
yoría de sus miembros, acogió la acusa-
ción y acordó remitirla al Senado, a fin 
de que éste se pronuncie respecto de su 
fondo y proceda, en el caso de estimar que 
ella se ajusta a derecho, a destituir al se-
ñor Ministro del Interior. 

Los Diputados aquí presentes, además 
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de exponer todos los hechos relacionados 
con la acusación, solicitamos a los seño-
res Senadores que la acojan y destituyan 
al señor Ministro del Interior, don Gerar-
do Espinoza Carrillo. 

El señor KRAUSS (Diputado acusa-
dor)-—Señor Presidente, señores Senado-
res, me corresponde referirme a la acu-
sación constitucional patrocinada por la 
Cámara de Diputados y que hoy se for-
maliza ante el Honorable Senado, en con-
tra del Ministro del Interior, señor Ge-
rardo Espinoza Carrillo, por los hechos 
relacionados con la transgresión de las 
normas constitucionales y de la legislación 
vigente en materia de televisión. 

No es necesario subrayar la importan-
cia que la televisión tiene en la actualidad 
como medio de comunicación de masas. Se 
ha dicho de ella que, por la simultaneidad 
de suceso y recepción, presenta para es-
pectadores localizados y distantes una es-
pecie de omnipresencia potencial del hom-
bre en todos los lugares de la Tierra, que 
permite influir y ampliar su experiencia, 
que conduce a profundas transformacio-
nes, primero en el hombre y luego en la 
sociedad. Un sociólogo alemán, profesor 
de la Universidad de .Bonn, tal vez el más 
importante de los teóricos y estudiosos 
sobre los medios de comunicación de ma-
sas, Erich Feldmann, ha dicho que "la co-
municación por televisión supone la in-
fluencia más fuerte y poderosa que cual-
quier otra forma de comunicación indi-
recta por otros medios haya podido tener 
jamás en la historia de la humanidad." 

Y este medio tan cautivante como pe-
ligroso surge en nuestro país en 1958, co-
mo consecuencia del esfuerzo heroico y 
romántico de algunos universitarios. A la 
pobreza de medios se une la orfandad le-
gal. En materia de telecomunicaciones, 
regía el D. F. L. N9 244, dictado en 1931,. 
el cual, naturalmente, no se refería a la 
televisión, toda vez que en esa época és-
ta no era sino un experimento en los la-
boratorios de algunos países de avanzado 
desarrollo. 

En 1959 el D. F. L. 244, ley general 
de Servicios Eléctricos, es reemplazado 
por un nuevo texto: el D. F. L. N9 4, en 
el cual por primera vez se hace referen-
cia, en el frondoso aparato legal chileno, 
a la televisión. La letra k) del artículo l 9 

de. este último decreto establece que que-
dan comprendidas dentro de sus disposi-
ciones las concesiones para establecer, 
operar y explotar estaciones de radiocoj 
municaciones y de radiodifusión, inclu-
yendo en estas últimas las de televisión. 
De acuerdo con esta norma rectora y en 
consonancia con lo dispuesto en el artícu-
l o ^ del citado D. F. L. N9 4, de 1959, 
cualquier ciudadano chileno, cualquiera 
sociedad organizada conforme a las leyes 
del país y las corporaciones nacionales de 
derecho público, tenían la facultad de so-
licitar una concesión para establecer una 
estación de televisión. Numerosas fueron 
las solicitudes que en este sentido recibió 
la Dirección de Servicios Eléctricos, an-
tecesora legal de la actúal Superintenden-
cia. Dichas solicitudes no fueron trami-
tadas, porque el Gobierno de la época con-
sideró, con razón, que era previo deter-
minar una política nacional en materia 
televisiva, antes de otorgar o rechazar las 
concesiones pedidas. 

En octubre de 1963, el señor Ministro 
del Interior, Sótéro del Río, reconocien-
do la situación de hecho que se vivía, pues 
funcionaban estaciones de televisión en 
Santiago y Valparaíso, operadas por la 
Universidad de Chile, pbr la Universidad 
Católica de Chile y por la Universidad 
Católica de Valparaíso, comunicó que 
mientras el Supremo Gobierno estudiaba 
una política definitiva con respecto a la 
televisión en el país, aceptaba que las Uni-
versidades del Estado o reconocidas por 
él, proporcionaran al público este servi-
cio en las condiciones en que actualmente 
lo hacen, aun cuando no cuenten .con la 
autorización necesaria para ello, por ca-
recer de la correspondiente concesión gu-
bernativa. 

Posteriormente, al asumir el Gobierno, 
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el Presidente Frei encomendó a una co-
misión, integrada por el entonces Sub-
secretario del Interior, señor Juan Ha-
milton, el Subsecretario de Educación, Pa-
tricio Rojas, y el Diputado Alberto Je-
rez, la definición dé la política guberna-
tiva en materia de televisión, la que se 
logró en el desarrollo del Gobierno, luego 
de numerosas reuniones y estudios, en los 
¡cuales participaron todos aquellos secto-
res que en nuestro país algo tenían que 
decir al respecto. 

Y esa política, en términos muy gene-
rales, fue la de mantener la 'posibilidad 
de que las universidades operasen cana-
les, en el entendido de que con ello se ga-
rantizaba el aporte cultural indispensable 
en la explotación del medio, y de que al 
mismo tiempo, por razones de configura-
ción geográfica y, en especial, de financia-
miento, se propendería, como se hizo, a 
la creación de un cajial nacional que es-
taría al servicio de la comunidad nacio-
nal entera, con prescindencia de compro-
misos y aderezos ideológicos o doctrina-
rios. 

Esa definición de Gobierno, avalada por 
los hechos, funcionando los canales uni-
versitarios y empezando á hacerlo la red 
nacional de televisión, fue reconocida por 
el legislador al promover la dictación de 
la actual ley 17.377, iniciativa que, como 
se expresa en la exposición de motivos 
de la correspondiente moción iniciada en 
la Cámara de Diputados, "incluye en un 
solo cuerpo legal las disposiciones que es-
tablecen un régimen coherente y adecua-
do para que la televisión chilena responda 
cabalmente a los intereses nacionales." 

.La ley 17.377, publicada en el Diario 
Oficial del 24 de octubre de 1970, seña-
la en su artículo 2? que sólo podrán esta-
blecer, operar y explotar canales de tele-
visión en el territorio nacional la empre-
sa denominada "Televisión Nacional de 
•Chile", persona jurídica de derecho pú-
blico que se crea en el Título IV de la mis-
ma ley, la Universidad de Chile, la Uni-
versidad Católica de Chile y la Universi-

dad Católica de Valparaíso, si bien a eSja 

última se limita su radio de cubrimien 
to y potencia. Consecuente con lo anterior 
en que el legislador entrega un derecho a 
operar, establecer y mantener canales de 

televisión a personas jurídicas de la más 
alta entidad dentro del derecho público 
chileno, el artículo 5"? de la ley mencio-
nada dispone que "la caducidad y extin-
ción de las autorizaciones para mantener 
operar y explotar canales de televisión se-
rá, en cada caso, materia de una ley", y 
al mismo tiempo, el legislador no limita 
en el tiempo, no establece plazo al uso que 
de este derecho puedan hacer el Estado y 
las Universidades a las cuales se les ha 
reconocido. 

La ley referida creó, además, como or-
ganismo rector de la televisión chilena, 
el Consejo Nacional de Televisión, orga-
nismo pluralista con participación de re-
presentantes de los tres Poderes del Es-
tado y de los trabajadores de la televi-
sión, limitando drásticamente la interven-
ción de la Superintendencia de Servicios 
Eléctricos a funciones, atribuciones y fa-
cultades estrictamente técnicas, y al mis-
mo tiempo, otorgándole el derecho a pro-
nunciarse respecto al otorgamiento de las 
autorizaciones para operar sistemas de 
televisión en circuito cerrado. 

La práctica administrativa y las reso-
luciones de la Contraloría General de la 
República han confirmado reiteradamen-
te la categoría rectora del Consejo Na-
cional de Televisión, al cual, dicho sea de 
paso, el actual Gobierno ha pretendido 
restar ejecutoriedad, privándolo, en una 
primera etapa, incluso de local y perso-
nal con el cual operar. 

Con posterioridad a la dictación de la 
ley 17.377, la ley N<? 17.398, de 9 de ene-
ro de 1971, modificó la Carta F u n d a m e n -
tal en varios aspectos, entre ellos él de 
introducir en el título "Garantías Cons-
titucionales", como inciso sexto del núme-
ro 3? del artículo 10, número dedicado 
por completo al derecho de información, 
la siguiente disposición: 
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"Sólo el Estado y las Universidades 
tendrán el derecho de establecer y man-
tener estaciones de televisión, cumpliendo 
con los requisitos que la ley señale." 

Esa disposición constitucional traduce, 
junto con el resto del articulado del nue-
vo número 3° del artículo 10, el propósi-
to del constituyente de incorporar al tex-
to fundamental el derecho del pueblo a 
ser informado, derecho que se consagra 
de manera expresa en la Declaración Uni-
versal de los Derechos del Hombre sus-
crita en París en diciembre de 1948. 

Tal vez sea oportuno recordar que esa 
modificación constitucional, conocida co-
mo "Estatuto de Garantías", surgió como 
consecuencia de un acuerdo político en-
tre los partidos que apoyaron la candida-
tura del doctor Salvador Allende y el Par-
tido Demócrata Cristiano, y que el señor 
Allende, al responder la comunicación que 
le hizo llegar el presidente de nuestro 
Partido, Senador señor Bénjamín Prado, 
manifestó respecto de la libertad de ex-
presión : 

"La libre divulgación de las ideas, a tra-
vés de todo los medios de difusión —li-
bros, prensa, radio, televisión, etcétera— 
ha sido un principio que hemos defendido 
en forma invariable, como continuaremos 
haciéndolo. En este campo, hemos eviden-
ciado concretamente nuestra posición al 
tratarse, por ejemplo, del régimen de te-
levisión nacional, propugnando la consa-
gración de disposiciones que cautelen su 
rol democrático y no excluyente. Siempre 
hemos sostenido una real y verdadera li-
bertad de prensa, en conformidad al de-
recho del pueblo a estar informado am-
plia y ©oportunamente: hemos señalado 
las actuales restricciones y hemos comba-
tido todo intento liberticida en estas ma-
terias." 

Palabras éstas, del señor Allende, que 
conviene hoy traer a memoria, a la luz 
de los hechos que motivan esta acusación, 
de los. .cuales es responsable uno de sus 
Ministros. 

En todo caso, hemos resumido cuál es 

el cuadro jurídico vigente en materia de 
televisión en Chile. 

Por lo que nos interesa con relación a 
la materia en debate, la Universidad de 
Chile —la más antigua e importante de 
las universidades del país— tiene un de-
recho legal consagrado en el artículo 29 

de la ley 17.377, ratificado por el inciso 
sexto del número 3? del artículo 10 de la 
Constitución Política del Estado, para es-
tablecer, operar y explotar un canal de 
televisión en el territorio nacional. Este 
derecho de la Universidad de Chile, co-
mo el de la Universidad Católica y, na-
turalmente, el de la Empresa Nacional 
de Televisión, tiene el carácter de una 
concesión establecida directamente por el 
legislador. Y para su operabilidad no es 
necesario acto alguno de la Administra-
ción, pues, como hemos señalado, el ám-
bito de su acción fue reducido por el le-
gislador a materias de control técnico, ex-
clusivamente. 

Bien se sabe que los servicios públicos 
pueden prestarse directamente por el Es-
tado o bien por medio de concesionarios. 
Ha dicho la Contraloría General de la Re-
pública que si el servicio se presta me-
diante concesionario, se configura la ins-
titución denominada "concesión de servi-
cio público", la cual ha sido definida por 
el tratadista uruguayo Enrique Sayagués 
Lazo como "el acto de Derecho Público por 
el cual la Administración encarga tempo-
ralmente a una persona la ejecución de 
un servicio público, transmitiéndole cier-
tos poderes jurídicos y efectuándole la ex-
plotación bajo su vigilancia y contralor, 
pero por cuenta y riesgo del concesiona-
rio." 

Este es el caso del derecho consagra-
do en la ley y en la Constitución a favor 
de la Universidad de Chile y de todos 
los otros titulares de la posibilidad de 
mantener, explotar y operar estaciones de 
televisión en nuestro país. 

Este es el criterio que se ha sostenido 
por el propio organismo contralor cuan-
do, respondiendo una consulta que le for-. 
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muló el Honorable Senador Tomás Pablo 
respecto de la extensión del Canal de la 
Universidad Católica de Chile a la pro-
vincia de Concepción, dijo a la letra: 

"De la doctrina expuesta se desprende 
que las concesiones para establecer, ope-
rar y explotar estaciones de radiodifusión, 
como de televisión representan para el 
concesionario el otorgamiento de. un de-
recho para el uso del espectro radioeléc-
trico. Siendo ello así, sería menester con-
,cluir que la concesión para establecer un 
canal de televisión consiste en el otorga-
miento de un derecho en favor de deter-
minada persona para hacer uso de un bien 
que pertenece a toda la nación, como es el 
referido espacio radioeléctrico, para ex-
plotar un servicio o actividad pública, si 
se considera la utilización de la electri-
cidad. Dentro de este,orden de ideas" — 
sostiene la Contraloría— "sería forzoso 
concluir'que al haber entregado este de-
recho a las corporaciones a que se refie-
re el artículo de la ley 17.377, el le-
gislador. realmente otorgó' jurídicamente, 
por su propio ministerio, una concesión 
para el efecto, merced a lo cual resulta 
improcedente recurrir a la vía adminis-
trativa para obtenerla, ya que en este as-
pecto el DFL 4, de 1959, habría sido mo-
dificado por la ley 17.377, de 1970." 

¿A qué consecuencias nos lleva la cir-
cunstancia de.que el derecho a estable-
cer, operar y explotar canales de televi-
sión tenga la característica de una con-
cesión legal? A una sustantiva para el 
análisis de la causa: tratándose de con-
cesiones de televisión otorgadas por la ley, 
no cabe exigir en forma previa a su fun-
cionamiento el sometimiento a la Super-
intendencia de Servicios Eléctricos en 
cuanto a requisitos de potencia, frecuen-
cia, señales distintivas, servidumbres u 
otras, que las disposiciones del D.F.L. 4 
exigen, en los artículos 47 a 60, pero re-
firiéndose a la concesión de particulares 
de radiocomunicaciones y no, como se sos-
tiene, arbitraria e ignorantemente en la 
defensa del señor Ministro, respecto de 

las estaciones de televisión. Incluso el se-
ñor Ministro llega a sostener, para los 
efectos de levantar una ley en defensa de 
la acción ilegal e injusta de la Superin-
tendencia de Servicios Eléctricos, que ella 
actúa en cumplimiento de disposiciones de 
un convenio internacional, convenio que 
creó la Unión Internacional de Teleco-
municaciones, conocido en la nomenclatu-
ra internacional como "Convenio de Mon-
treux". ¡ Profundo error y falta de patrio-
tismo, señor Presidente, porque de acuer-
do con la teoría de la intangibilidad de 
los tratados, defendida permanentemente 
por todos los Gobiernos de Chile, los ple-
nipotenciarios chilenos qüe concurrieron 
al otorgamiento y a la suscripción de ese 
tratado hicieron expresa reserva'respec-
to de que él no regiría en aquello en que 
existiera disposición concreta emanada de 
nuestro derecho interno. 

Por esa razón, es conveniente recalcar 
que la Superintendencia de Servicios Eléc-
tricos y de Gas, dirigida por el señor Jai-
me Schatz, ha procedido, en este caso, sin 
disponer de facultad alguna, de disposi-
ción de ninguna especie, y que la defen-
sa del espectro radioeléctrico no puede 
llevarla, en caso alguno, a la comisión de 
delitos constitucionales o de delitos comu-
nes como ella ha cometido y ha arrastra-
do a cometer a otros personeros de la Ad-
ministración. 

Es conveniente, además, tener concien-
cia de que la Superintendencia de Servi-
cios Eléctricos, que se muestra tan escru-
pulosa para obtener el cumplimiento de 
disposiciones reglamentarias que no le 
competen respecto del canal de la Univer-
sidad de Chile, según constancia pública 
en las actas del Consejo Nacional de Te-
levisión, organismo en el cual el Senado 
tiene tres personeros, en todo el período 
comprendido entre la iniciación de los ca-
nales universitarios y la dictación de la 
ley 17.377, jamás ejerció estas facultades 
y, por lo contrario, las universidades hi-
cieron sus instalaciones y transmitieron 
televisión y realizaron todas sus activida-
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¿es durante un decenio con absoluta li-
ber tad , sin tener concesionés otorgadas 
por decreto supremo ni estar sujetas sino 
a una revisión, posterior a la puesta en 
marcha de los canales, de carácter estric-
tamente técnico. Y esta situación existe 
hoy día respecto de numerosas estaciones 
de repetición establecidas por la Empre-
sa Nacional de Televisión de la Univer-
sidad de Chile y por la estación repetido-
ra del canal de la Universidad Católica, 
que ha enviado los antecedentes respecti-
vos a la Superintendencia de Servicios 
Eléctricos una vez que partió esa esta-
ción en la provincia de Colchagua; y has-
ta la fecha ni siquiera se ha pedido un 
antecedente ni, mucho menos, se ha efec-
tuado la visita técnica respectiva. 

La improcedencia de la intervención 
previa de la autoridad administrativa sur-
ge, además, como conclusión inevitable, si 
se analiza el contexto político en el cual 
el constituyente incluyó en la Carta Fun-
damental, en la categoría de garantía 
constitucional, el derecho de las universi-
dades a operar canales de televisión. Re-
sulta absurdo suponer que el constituyen-
te haya dado tal relevancia a ese derecho 
para que después su ejercicio quedase en-
tregado a la potestad y la arbitrariedad 
de la autoridad política que aceptaba, 
para ser nombrada, un estatuto de garan-
tías de subsistencia del régimen democrá-
tico. 

Frente a esta situación, que nos pare-
ce jurídicamente clara, ¿cuál es ej com-
portamiento del Gobierno, del cual apa-
rece como figura responsable de los he-
chos el Ministro del Interior, señor Ge-
rardo Espinoza Carrillo? 

La Universidad de Chile, primero en 
forma directa, y luego, por aplicación de 
la ley de la televisión chilena por inter-
medio de la Corporación de Televisión de 
esa Universidad —Corporación creada por 
mandato de la ley de Televisión—, mantu-
vo y operó un canal de televisión, el Ca-
nal 9 de Santiago, con el objeto funda-
mental de dar cumplimiento a su misión 

de extensión cultural. Como la Universi-
dad es por esencia una corporación de-
mocrática y pluralista, era su deber velar 
por que ese importante medio de comu-
nicación mantuviera una conducta objeti-
va en lo informativo y pluralista en lo 
ideológico. Sin embargo, la comunidad 
universitaria y el país vieron con ver-
dadera alarma que estos fundamentales 
propósitos no eran cumplidos ni respeta-
dos por quienes operaban el canal, el cual 
presentaba gravísimas alteraciones infor-
mativas e inclusión de programas de con-
tenido absolutamente ideológico-tenden-
cioso que constituían, en definitiva, la ne-
gación de los principios señalados, de ob-
jetividad y pluralismo, a los cuales, por 
lo demás, la Universidad debía servir por 
disposición del inciso segundo del artícu-
lo 1? de la ley de Televisión que estable-
ce que "a la televisión universitaria le co-
rresponde ser la libre expresión pluralis-
ta de la conciencia crítica y del pensa-
miento creador". 

La comunidad universitaria reaccionó 
y abordó las cuestiones planteadas en tor-
no del Canal 9 en las consultas signadas 
con los números 30, 31 y 32 del plebisci-
to a que fue llamada y que se celebró el 
día 27 de abril de 1972. La consulta nú-
mero 30, que es lá más genérica para los 
aspectos que nos interesan, sostenía: "De-
be modificarse sustancialmente la progra-
mación del Canal 9 de Televisión para 
hacerla educativa y cultural en su conte-
nido y pluralista en lo ideológico y para 
asegurar la participación de toda la co-
munidad universitaria en la elaboración 
de sus programas. Para cumplir con es-
tos objetivos debe establecerse un siste-
ma expedito de conexión que permita a 
la televisión de la Universidad ser, en lo 
fundamental, realmente un conjunto de 
recursos humanos, materiales y técnicos 
para realizar la fase expresiva de los pro-
gramas académicos. La Universidad de 
Chile deberá preocuparse especialmente 
de la evaluación de los efectos de los pro-
gramas de televisión sobre la población." 
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La consultas 31 y 32 se referían a otros 
aspectos pormenorizados, tales como la 
apertura desde el punto de vista ideoló-
gico y la búsqueda de objetivismo en ma-
teria de información. 

En el aludido plebiscito de abril de 1972, 
se aprobaron esas tesis por amplísima ma-
yoría, superior a la mayoría absoluta. La 
Universidad de Chile demostró conse-
cuencia con su razón de ser. Conforme a 
lo establecido en el inciso segundo del ar-
tículo 15 del Estatuto Orgánico de la Uni-
versidad, el resultado de esa consulta ple-
biscitaria obliga a las autoridades uniper-
sonales y colegiadas, lo que se ve refor-
zado aún más por la circunstancia de que 
la ley 17.882 aprobó los resultados de aquel 
plebiscito. 

La Universidad de Chile, por medio de 
su Consejo Normativo Superior y de su 
Corporación de Televisión, empezó a rea-
lizar todas las gestiones y actos tendien-
tes a llevar a la práctica el resultado de 
la consulta plebiscitaria. Sin embargo, 
como ocurre, lamentablemente, más de la 
cuenta en nuestro país, la actitud de al-
gunos trabajadores del Canal y de ele-
mentos extraños ha impedido hasta aho-
ra que los legítimos personeros de la Uni-
versidad hayan podido tomar el control 
de los medios técnicos y materiales para 
operar ese Canal. 

Desde el mes de enero del presente año 
se formó un llamado "comité de conflic-
tos"; se ha impedido el ingreso de fun-
cionarios del Canal; se han establecido vi-
gilantes políticos de los programas; los 
accesos al local respectivo se encuentran 
estrechamente vigilados por los integran-
tes de la denominada "toma", quienes 
sólo permiten la entrada a los que están 
comprometidos con sus dictados; en las 
puertas existen banderas y motes alusi-
vos, naturalmente poco simpáticos a la 
autoridad universitaria legítima, y se nie-
ga el acceso a quienquiera que no tenga 
un grado de identidad absoluta con los 
ocupantes ilegítimos del local. 

El 30 de enero el Presidente de la Cor-

poración de Televisión dé la Universidad 
de Chile, profesor Eugenio Retamal, pu-
so en conocimiento de estos hechos al Con-
sejo Nacional de Televisión, quien orde-
nó instruir el correspondiente sumario, el 
cual se encomendó al secretario abogado 
Miguel Schweitzer Walters. El señor 
Schweitzer, en su calidad de fiscal y con-
forme a las atribuciones que le confieren 
la ley de Televisión, N° 17.377, y su re-
glamento, suspendió de sus funciones al 
Director Gerente, don Carlos Sancho Do-
mínguez, hecho que ha traído como conse-
cuencia que hoy en el Canal 9, que opera 
ilegítimamente en nuestra ciudad y en 
Valparaíso, no exista director responsable 
y que las transmisiones se realicen al 
amaño de los ocupantes ilegítimos, con 
prescindencia total de las autoridades uni-
versitarias, que son las tenedoras consti-
tucionales y legales del derecho a operar 
ese medio de comunicación. 

La Universidad ha iniciado, a este res-
pecto, la querella correspondiente ante el 
Tercer Juzgado del Crimen de Mayor 
Cuantía de Santiago, por usurpación y 
abuso contra la libertad de trabajo, sin 
que hasta el momento haya.sido posible 
obtener la restitución de ese medio de di-
fusión. Aún más: en algunos periódicos 
de ayer se anunciaba, con la liviandad con 
que se dan a conocer estas noticias en los 
últimos tiempos en nuestro país, que los 
ocupantes ilegítimos del Canal no acepta-
rían resolución ni disposición alguna que 
los ohjigara a entregar las instalaciones 
del mismo y que estaban dispuestos a vo-
larlas si fuera necesario. 

Frente a estos hechos, que son públi-
cos, las autoridades de la Universidad de 
Chile resolvieron ejercer el indiscutible 
derecho que tienen de efectuar las tras-
misiones de televisión, y debían hacerlo, 
naturalmente, en una frecuencia con nú-
mero distinto del empleado hasta enton-
ces, toda vez que, como decimos, el Canal 
9 no representaba ni representa legítima-
mente a la Universidad. Para tal efecto, 
se adquirió un inmueble y se inició el es-
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t u d i o , diseño y construcción de los equi-
pos e instalaciones necesarios para conti-
nuar las emisiones, las que, por razones 
técnicas, se dispuso también que saldrían 
al aire por la banda de frecuencia de Ca-
nal 6, cubriendo, inicialmente, la ciudad 
je Santiago, con una potencia irradiada 
de un kilovatio y medio. 

La construción y el montaje de los equi-
pos se completó con éxito gracias al es-
fuerzo y al talento de ingenieros y téc-
nicos chilenos, la mayoría de ellos inte-
grantes activos de la comunidad univer-
sitaria. Y así fue. como el día 17 de junio 
próximo pasado surgió este nuevo canal, 
que no era sino la expresión del canal que 
legítimamente tenía derecho a operar la 
Universidad de Chile. 

¿ Cuál fue la reacción del Gobierno fren-
te a la salida al aire del canal universi-
tario? Primero, el Superintendente de 
Servicios Eléctricos, un personaje tene-
broso de la Administración chilena, él se-
ñor Jaime Schatz, dirigió a la Empresa 
Nacional de Televisión de Chile una no-
ta que es una especie de silabario de ac-
ción del totalitarismo, porque, sin dispo-
ner de requisito legal alguno —el docu-
mento respectivo ha sido enviado a esta 
Corporación—, se permite requerir a esa 
Empresa para que opere equipos que in-
terfieran la regular transmisión del Ca-
nal 6. Como digo, tal resolución no tiene 
asidero legal y demuestra un ánimo per-
secutorio y destructor de la libertad de ex-
presión del que yo creo n o hay registro 
en la historia política de nuestro país. 

El día 18 de junio, el señor Superintenr 

dente de Servicios Eléctricos, dependien-
te directo del Ministro acusado, no se que-
dó contento: dictó una resolución que lle-
va el número 822, disponiendo, sin más 
ni más, y citando como al pasar algunas 
normas que no le son aplicables, que la 
División de Telecomunicaciones de la Su-
perintendencia a su cargo procediera, 
con la colaboración de la fuerza pública, 
a poner término al funcionamiento de la 
estación de televisión instalada, según él 

clandestinamente, en Pedro de Valdivia 
2454 de la ciudad de Santiago, "debien-
do efectuarse asimismo el decomiso de los 
equipos, los que serán puestos a disposi-
ción de la Justicia del Crimen, con arre-
glo a lo previsto en el artículo 169 de 
la Ley General de Servicios Eléctricos". 
La disposición aludida no lo faculta ni 
para allanar ni para decomisar, y el Su-
perintendente carece en absoluto de fa-
cultad para determinar si la estación que 
allí estaba operando tenía o no tenía la 
calidad de legítima expresión de la Uni-
versidad de Chile, que era su titular cons-
titucional y legal. 

Por lo demás, el Consejo Nacional d& 
Televisión, organismo rector, como hemos 
dicho, de la Televisión chilena, reconoció 
a la Universidad de Chile el derecho a 
operar ese Canal, dando con ello suficien-
te respaldo, no sólo moral, sino también 
legal, a las actuaciones que estaba reali-
zando la Universidad para el cumplimien-
to de su derecho y su obligación d§ in-
formar objetivamente acerca de lo que 
está ocurriendo en nuestra patria. 

En vista de que las fuerzas policiales 
se negaron a acatar esta resolución del 
Superintendente de Servicios Eléctricos, 
toda vez que ellas, dentro del principio de 
obediencia reflexiva, representaron su ile-
gitimidad, dicho funcionario solicitó y ob-
tuvo la colaboración graciosa y entusias-
ta del Intendente de Santiago, don Julio 
Stuardo González, subalterno, como él, del 
Ministro del Interior, quien, sin más ni 
más, dispuso el allanamiento del Canal 
en un acto fundado en disposiciones de 
la ley de Régimen Interior con relación a 
la de Seguridad Interior del Estado, mar 
terias a las que se referirá mi colega él 
Diputado señor Andrés Aylwin. 

De todas estas actuaciones y resolucio-
nes ilegítimas, ilegales, que violentan tan 
flagrantemente principios de convivencia 
democrática en nuestro país, estuvo ca-
balmente informado el Ministro acusado. 
Así lo deelaró públicamente el día en que 
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ocurrieron estos vergonzosos hechos, cuan-
do ellos le fueron representados por miem-
bros de la directiva del Colegio Nacional 
de Periodistas. 

La respuesta frente a tales sucesos ha 
sido bastante clara y categórica, no sólo 
respecto de la comunidad universitaria, 
que se ha sentido quebrantada en dere-
chos garantizados por la Constitución y 
por la ley; no sólo mediante el poder po-
lítico que representa la Cámara de Dipu-
tados, sino que también el Poder Judicial, 
a quien ha correspondido conocer de estos 
hechos, puesto que con ellos se han come-
tido delitos, ha "dicho su palabra sobre es-
ta materia. 

Primero,, la Corte de Apelaciones de 
Santiago, y, luego, la Corte Suprema, al 
conocer de un recurso de amparo dedu-
cido a favor de los estudiantes y traba-
jadores detenidos al producirse el allana-
miento ilegal del Canal, determinó que tal 
detención fue arbitraria y dispuso colocar 
los antecedentes, dada su gravedad, a dis-
posición del fiscal de turno para que de-
duzca la acción pública correspondiente. 

Posteriormente, el Ministro en Visita 
designado para conocer la querella que so-
bre el particular inició la Universidad, 
don José Cánovas Robles, ha procedido a 
encargar reo a don Jaime Schatz Prilutz-
ky, Superintendente de Servicios Eléctri-
cos, en un fallo que, en los aspectos que 
interesan en este caso, dispone lo siguien-
t e (leo sólo un considerando) : 

"'Que de lo expuesto precedentemente se 
desprende que la Superintendencia de Ser-
vicios Eléctricos, Gas y Telecomunicacio-
nes ha procedido a desmontar los equipos 
transmisores del Canal 6 de la Corpora-
ción de Televisión Universitaria de la 
Universidad de Chile y a decomisarlos, 
ordenando previamente un allamiento con 
descerrajamiento para cumplir esos ob-
jetivos, con el auxilio de la fuerza públi-
ca que solicitó al Intendente de la Pro-
vincia. 

"Con esta manera de actuar la Superin-
tendencia nombrada ha incurrido en una 

violación flagrante de los preceptos qUe 

contiene la ley N9 17.377 que rige a ]a 

Televisión Chilena, y que en consonancia 
con lo' dispuesto en el artículo 10 N? 3 
inciso 6? de la Constitución Política de la 

República, otorga a las Universidades la 

facultad de instalar Canales de Televi-
sión, sin que pueda legalmente intervenir 
la Superintendencia de Servicios Eléctri-
cos, Gas y Telecomunicaciones, en lo re-
lativo al establecimiento, operación y ex-
plotación de dichos canales; quedando re-
ducida su intervención únicamente al con-
trol técnico que le acuerda el artículo 159 
del D. F. L. N? 4 de 24 de julio de 1959, 
precepto este último que quedó limitado 
por las facultades que en el año de 1971 
le entregó el artículo 89 de la ley N? 
17.377 al Consejo Nacional de Televisión, 
que' es el organismo específico encargado 
actualmente de velar por el cumplimien-
to de las disposiciones de la Ley de Tele-
visión y demás Leyes y Reglamentos que 
rijan sobre esta materia. 

"Todo lo anterior lleva a concluir que 
no le era dable a la. Superintendencia de 
Servicios Eléctricos, Gas y Telecomuni-
caciones intervenir en forma previa a la 
instalación del Canal 6 de la Corpora-
ción de Televisión de la Universidad de 
Chile. 

"Es útil también consignar que el D. 
F. L. N9 4 está en vigencia desde hace 
más de do'ce años, y dada la época en que 
se dictó, sus preceptos reglamentan lo re-
lativo a LOS SERVICIOS ELECTRICOS 
EN GENERAL, al paso que la ley N9 

17.377, amén de ser sólo del año 1971, 
es una Ley Especial, destinada específi-
camente a regir, de preferencia^ toda otra 
norma en materia de televisión." 

¡ Contundente el considerando, señor 
Presidente! 

No cabe, duda de que la acción del Mi-
nistro del Interior, señor Gerardo Espi-
noza, así como la de los funcionarios 
su directa dependencia y subordinación, 
ha significado una violación clara y evi-
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dente del tantas veces citado inciso sexto 
del N9 39 del artículo 10 de la Constitu-
ción Política del Estado, y el atropella-
miento de la ley 17.377, sobre televisión 
chilena. Mediante el procedimiento, que a 
ratos parece enajenante, del Superinten-
dente de Servicios Eléctricos, víctima de 
un delirio persecutorio en contra del ca-
nal legítimo de la Universidad de Chile, 
y como consecuencia de lo obrado por el 
Servicio de Investigaciones, en una ac-
tuación sin parangón en la historia po-
licial de nuestro país en los últimos 15 
años, se ha pretendido acallar, afortuna-
damente sin resultado, una voz y una ima-
gen libre, pluralista y democrática. 

Señor Presidente, éstos son algunos de 
los antecedentes que motivaron que la 
Cámara de Diputados diera lugar a la 
formación de causa constitucional en con-
tra del Ministro del Interior, señor Ge-
rardo Espinoza. Los hechos están sufi-
cientemente acreditados; su calificación 
jurídica aparece como inobjetable; la res-
ponsabilidad-del Ministro acusado ha sido 
reconocida por él mismo. 

Por ello, en representación de la Cá-
mara de Diputados, solicitamos que se dé 
lugar a la acusación. Tal vez ella no pre-
sente ahora efectos prácticos, toda vez que 
el Ministro Espinoza. ha sido aventado de 
su cargo' como consecuencia del último 
reajuste ministerial. Pero en los momen-
tos que vive Chile son necesarios más que 
nunca los testimonios morales. Es conve-
niente que se sepa que el Congreso Na-
cional de nuestra patria no permite el 
atropello flagrante e insolente de garan-
tías esenciales del convivir democrático. 
Es imprescindible que se tenga concien-
cia de que la Constitución y la' ley no han 
sido aún derogadas y de que existen au-
toridades dispuestas a .defender su intan-
gibilidad. Si así no fuere, querría decir 
que los 162 años de vigencia histórica de 
este Parlamento carecen hoy de todo sig-
nificado. 

Eso es todo, señor Presidente, y muchas 
gracias. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vice-
presidente).—Tiene la palabra el Dipu-
tado por el Cuarto Distrito de Santiago 
señor Andrés Aylwin Azocar. 

El señor AYLWIN (Diputado acusa-
dor).—Señor Presidente, nos corresponde 
referirnos, especialmente desde el punto 
de vista jurídico, a una de las más impor-
tantes causales o infracciones señaladas 
en el libelo acusatorio: la que se relacio-
na con la autonomía universitaria. 

Creemos importante dejar establecido 
que en la Comisión respectiva de la Cá-
mara de Diputados quedaron plenamen-
te acreditados los siguientes hechos: 

a) El día 19 de junio, aproximadamen-
te a las 7 antemeridiano, la policía civil, 
con la cooperación de Carabineros, alla-
nó el domicilio de Pedro de Valdiva N9 

2454 de Santiago, lugar donde funciona-
ba el Canal 6 de Televisión de la Univer-
sidad de Chile. 

b) Esta propiedad estaba siendo ad-
quirida por la Corporación de Televisión 
de dicha casa de estudios. En el frontis 
de ella había una indicación que hacía re-
ferencia a que se trataba de un local uni-
versitario, y esa Corporación había dado 
los ávisos correspondientes a Carabine-
ros, quienes dispusieron una vigilancia 
permanente de ese domicilio. 

c) Se encuentra igualmente acreditado 
que en. dicho domicilio de Pedro de Val-
divia N9 2454" la Universidad de Chile 
cumplía una misión o función específica 
de ella, cual es la,de mantener un canal 
de televisión, función o misión que expre-
samente le reconocen la Constitución Po-
lítica del Estado y la ley 17.377. 

ch) Igualmente se encuentra acredita-
do que el local y el Canal —el Canal 9— 
en que la Universidad de Chile había 
ejercido anteriormente su derecho, ha-
bían sido usurpados, todo ello .frente a la 
pasividad de las autoridades, que no ha-
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bían hecho nada por que la Universidad 
de Chile recuperara su canal y que tam-
poco habían expresado su intención de 
hacer nada sobre el particular. Es esta 
odiosa discriminación uno de los antece-
dentes que la Cámara de Diputados ha 
tenido en especial consideración para aco-
ger el libelo acusatorio, porqué resulta-
absurdo que si a la Universidad de Chi-
le, corporación de derecho público, se le 
arrebata o usurpa el canal que según la 
Carta Política tiene derecho a mantener 
y el Gobierno no hace nada, este mismo 
Gobierno, sin embargo, proceda a desman-
telar otro canal que empieza a instalar 
esa misma Universidad. 

d) Se encuentra igualmente establecido 
que la orden de allanamiento y descerra-
j amiento emanó directamente del Inten-
dente de Santiago, don Julio Stuardo, se-
gún resolución N9 127 de 18 de junio de 
1973'. 

Hay que hacer notar que Carabineros 
se negó anteriormente a cumplir otra re-
solución meramente, administrativa de la 
Dirección de Servicios Eléctricos y' exi-
gió una resolución expresa de la Inten-
dencia dé Santiago. 

e) Es igualmente un hecho perfecta-
mente establecido que el allanamiento del 
local y el desmantelamiento del canal uni-
versitario fueron determinaciones políti-
cas, actos de Gobierno. Así lo reconoció 
el propio Ministro acusado al Presidente 
del Colegio de Periodistas, señor.Carlos 
Sepúlveda, y también lo reconoció el . In-
tendente de Santiago al dirigente uni-
versitario Carlos Latorre y a varios Dipu-
tados que lo visitamos1. 

f ) Es un hecho perfectamente estable-
cido también que no hubo autorización 
previa de las autoridades universitarias 
para cumplir con la resolución adminis-
trativa. Por lo contrario r se trató de un 
acto sorpresivo, hecho de madrugada, sin 
notificación. Al respecto, podríamos ha-
cer referencia a muchos testimonios, y 
creo que sería importante que los seño-

res Senadores conocieran, por ejemplo 
las declaraciones del Teniente de Cara-
bineros señor Roberto Cerda — es el Te-
niente que participó ayudando simplemen. 
te al personal de Investigaciones, porque 
hay que hacer presente que la operación 
fue realizada fundamentalmente por es-
tos funcionarios— quien, a fojas 66, dice 
lo- siguiente: 

"Efectivamente, llegamos al! lugar y se 
entró- al interior' del inmueble." 

Más adelante se le pregunta: 
"¿Usted presenció, Teniente, que pre-

viamente. se hubiera tocado el timbre, se 
hubiera llamado para conversar?" 

El Teniente contestó: "Vi que se tocó 
el timbre y se trató de abrir la puerta en 
forma casi simultánea." 

Seguidamente se le consultó: "¿Hubo 
descerrajamiento?" El Teniente respon-
dió: "Sí, hubo- descerraj amiento." 

Todo esto puede llevarnos a concluir 
que, en realidad, al1 inmueble ubicado en 
Pedro de Valdivia N9 2454, recinto uni-
versitario, no se fue a cumplir una reso-
lución administrativa, sino a efectuar un 
verdadero asalto. 

g) Hay constancia de- sobra en el ex-
pediente respectivo de que se cumplió la 
orden con especial violencia: se descerra-
jaron puertas-; los daños fueron cuantio-
sos, y se procedió a la detención de un 
total de 34 personas, la mayoría estudian-
tes. • 

Al respecto, los testimonios son nume-
rosos. 

Basta, señor Presidente y señores Se-
nadores, la sola enumeración de estos he-
chos para que lleguemos a la conclusión 
evidente de que se ha infringido el ar-
tículo 4? del Estatuto Universitario n u e 

consagra la inviolabilidad territorial de 
la universidad. Esa norma, en la parte 
pertinente, dice: "Para estos efectos los 
recintos universitarios son inviolables. 
Ninguna autoridad ajena a la Corpo ra -
ción o sus representantes podrá ejercer 
sus atribuciones en. ellos sin anuencia de 
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la autoridad universitaria que correspon-

da." 
Aquí se encuentra perfectamente esta-

blecido que se cumplió una resolución ad-
ministrativa en un recinto universitario 
gin autorización <o anuencia de ninguna 
autor idad universitaria. 

Debemos señalar que aun si la resolu-
ción que se trataba de cumplir hubiera 
sido legal, en todo caso .se ¡necesitaba tal 
autorización. El hecho de que se haya ido 
a cumplir una resolución plenamente ile-
gal tiene por consecuencia indudable que. 
la infracción sea más .grave, que el atro-
pellamiento sea más claro y -que el veja-
men al recinto universitario sea mucho 
más «vidente. 

Esta infracción es grave, porque el ar-
tículo 4"? .del Estatuto Universitario con-
sagra la inviolabilidad territorial, »que es 
una simple expresión de Ja ¡autonomía 
universitaria, la cual, a su vez, es garan-
tía y presupuesto básico de la superviven-
cia de la democracia y del pensamiento 
crítico en cualquiera luniversidad. La au-
tonomía universitaria ha sido definida 
como él conjunto de mecanismos jurídi-
cos en virtud de los cuales la universidad 
se encuentra facultada para gobernarse a 
sí misma, ,para desenvolverse con entera 
independencia de («ntidades o personas fo-
ráneas, tanto en él plano académico co-
mo en el administrativo, económico o fis-
calizador. La autonomía universitaria es 
de origen muy antiguo; se remonta a 
muchos siglos, y se la ha considerado ¡siem-
pre un presupuesto básico paira que la 
universidad pueda tejercer plenamente su 
capacidad científica ;y cultural. La inexis-
tencia de autonomía conduce casi fatal-
mente a 'que la universidad se transforme 
en sólo un centro elaborador de las ideo-
logías oficiales de cualquier régimen. Por 
la gran importancia que tiene la autono-
mía universitaria en Chile, ella ha sido 
reconocida por la propia Constitución Po-
lítica ; es decir, se la ha consagrado entre 
las normas de mayor valor, solidez y es-

tabilidad de nuestro .ordenamiento jurí-
dico. ,Basta, al efecto, leer el artículo 10, 
número 1% que en la parte pertinente di-
ce: "Las universidades estatales y las 
particulares reconocidas por el Estado son 
personas jurídicas dotadas de autonomía 
académica, administrativa y económica." 

Pero aún más, señor Presidente. La au-
tonomía universitaria no sólo ha sido ion-
sagrada -en la Carta Fundamental. Ya vi-
mos que está expresamente establecida 
dentro de las garantías constitucionales, 
lo cual implica que nuestra Carta Políti-
ca 'asegura el respeto de este principio, 
con it-odos los recursos .y ¡resguardos de su 
sistema jurídico y, ademas, lo reconoce 
como un elemento .emanado de la propia 
naturaleza de la institución universitaria. 

•Creemos .oportuno hacer presente, -se-
ñores Senadores, que la .autonomía ¡uni-
versitaria es una simple expresión de la 
libertad de enseñanza, ,y que tanto una 
como otra son bienes jurídicos protegidos 
por el artículo -44, número 12, ¡de la Cons-
titución, que dice 'expresamente: " . . . nin-
guna ley podrá dictarse para suspender 
.0 restringir las libertades o derechos que 
la Constitución asegura." 

•Quiero insistir sobre el hecho de que 
la autonomía universitaria se encuentra 
consagrada en el artículo 10 de la Cons-
titución Política, que textualmente "asegu-
ra a todos los habitantes de la Repúbli-
ca" ciertos derechos. Y hacemos especial 
hincapié en esta palabra "asegura" por-
que ella indica claramente que la C a r t a 
Fundamental se limita a reconocer un de-
recho anterior a la ley, ,a confirmar lo 
que existía con anterioridad, a ¡reconocer 
lo que emana de la propia naturaleza de 
una institución. De tal manera que la au-
tonomía universitaria no es un regalo de 
la iley ni un mero .reconocimiento o dispo-
sición del legislador, • sino que es, por lo 
contrario, un derecho que "tiene toda uni-
versidad y que emana de la propia na-
turaleza de la institución universitaria. 

La extraordinaria importancia que tie-
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ne en toda sociedad la autonomía univer-
sitaria ha determinado que se la haya re-
conocido durante siglos, al igual que la 
llamada autonomía territorial, o sea el 
derecho de la universidad a actuar con 
entera independencia dentro de sus re-
cintos, sin que ninguna autoridad admi-
nistrativa o gubernamental pueda actuar 
en ellos, .salvo autorización expresa de las 
autoridades universitarias, con la natural 
limitación de los delitos, los cuales deben 
ser, lógicamente, calificados por los tri-
bunales de justicia; pero, como digo, en 
todo caso será necesaria la autorización 
de la correspondiente autoridad univer-
sitaria. 

La inviolabilidad territorial es, en es-
ta forma, la mejor garantía de la auto-
nomía universitaria. Es el camino, el mo-
do práctico y real de hacerla efectiva. Y 
la extraordinaria importancia que siem-
pre ha tenido esta inviolabilidad territo-
rial de la Universidad ha hecho que en 
nuestro país se la haya reconocido expre-
samente desde hace muchos años. Era una 
costumbre muy antigua, una tradición; 
pero hoy ya es más que eso, porque, como 
hemos dicho, ella se consagra expresa-
mente en el artículo 49 del Estatuto Uni-
versitario. 
. Creemos, señor Presidente y señores 

Senadores, que basta esta breve exposi-
ción de hechos y estas resumidas consi-
deraciones para comprender toda la gra-
vedad de esta- infracción, gravedad que 
no sólo deriva de la circunstancia de ha-
berse infringido en forma evidente el tex-
to expreso de una ley, que ha sido atro-
pellado a todas luces, sino también por 
el hecho de que a raíz de ello se ha aten-
tado en contra de una de las garantías 
más fundamentales de nuestra democra-
cia, cual es la relativa a la autonomía uni-
versitaria. 

Insistimos: la inviolabilidad territorial, 
en nuestra legislación, es una mera ex-
presión de la autonomía universitaria. 

Son estos hechos de tanta gravedad los 

que dan origen a este juicio político, pues 
es indudable que se ha infringido la 

Constitución y que se ha atropellado, fue-
ra de toda duda, una ley de extraordina-
ria importancia. 

Frente a hechos tan claros, se ha cues-
tionado la calidad de recinto universita-
rio que tiene la propiedad de calle Pedro 
de Valdivia 2454. Sobre este particular, 
para demostrar que efectivamente se tra-
ta de un recinto universitario,"1 podemos 
señalar, como ya expresó el Diputado se-
ñor Riesco, que así se aclara en la escri-
tura respectiva, que así se había señala-
do en el frontis del predio, y que así se 
había dado el aviso a Carabineros. Pero 
todo esto es secundario. En definitiva, la 
propiedad de Pedro de Valdivia 2454 es 
recinto universitario por tratarse de un 
lugar donde la Universidad de Chile cum-
plía una de sus funciones propias >y es-
pecíficas, pues la televisión en nuestro país 
es función propia de las universidades, de 
acuerdo con lo dispuesto en el número 3? 
del artículo 10 de la Constitución Políti-
ca, en el artículo 2<> de la ley N9 17.377 
y en diversos artículos del Estatuto Uni-
versitario. 

No cabe duda, señores Senadores, de 
que la difusión por medio de la televisión 
es, en cualquier sociedad moderna, una 
función propia y fundamentalmente' uni-
versitaria. Menos dudas pueden caber en 
el caso chileno, pues aquí existen textos 
tan claros y expresos como todos los que 
hemos citado. 

En esta forma, queda perfectamsnte 
acreditado que el lugar que se violentó y 
allanó era un recinto universitario. 

El señor Ministro pretende eximirse de 
Culpa alegando que la Corporación de Te-
levisión sería una persona jurídica dis-
tinta de la universidad. Sin embargo, bas-
ta leer la letra c) del artículo 2? de la 
ley N? 17.377 para llegar a la conclusión 
más evidente de que dicha corporación es 
un simple servicio de la Universidad de 
Chile. Dice al efecto este precepto legal: 
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"Cada una de las universidades a que 
g e r e f i e r e este artículo ejercerá sus fun-
ciones en materia de televisión por inter-
medió de una corporación de derecho pú-
blico, con personalidad jurídica, que se 
regi rá por los estatutos (Jue la respectiva 
universidad dicte y de los cuales tomará 
razón la Contraloría General de la Repú-
blica." 

No deseo insistir en este tema, pues me 
parece qué el Diputado señor Enrique 
Krauss ya dio muy buenos argumentos al 
respecto. Pero sí deseo preguntarme: ¿ Có-
mo puede el Ministro pretender en su de-
fensa planteada ante la Cámara, que en-
tiendo que ahora reproduce ante el Se-
nado, que la propiedad de Pedro de Valdi-
via 2454 no es un recinto universitario, 
en circunstancias de que la resolución N9 

822, de la Dirección de Servicios Eléctri-
cos y de Gas, que fue la que dio origen al 
desmantelamiento del Canal 6, se refiere 
concretamente a la Universidad de Chi-
le? De la sola lectura de esa resolución 
podemos concluir que las propias autori-
dades de Gobierno reconocían que se tra-
taba de un recinto y de un Canal de la 
Universidad de Chile. En efecto, la men-
cionada resolución' comienza señalando: 

"Teniendo presente que el 17 del mes en 
curso la Universidad de CKile inició, las 
trasmisiones del Canal 6 en esta capi-
tal". . . 

En seguida, en la parte final expresa la 
resolución: 

"Aplícase, además a la Universidad, de 
Chile una multa ascendente a veinte suel-
dos vitales mensuales escala A) de.este 
departamento por la infracción cometi-
da." 

¿Cómo, entonces, en la resolución se 
señala que el Canal pertenece a la Uni-
versidad de Chile, y cómo se la sanciona 
expresamente a ella con una multa de esa 
cuantía si es que, como lo sostiene el Mi-
nistro acusado, no se trata de un recinto 
universitario ? 

¿De acuerdo con qué antecedentes pro-
cedió el Intendente a dictar la orden de 

allanamiento? Lo dice claramente la re-
solución N9 127 de la Intendencia: 

"Vistos: El oficio N9 822 de esta fe-
cha de la Dirección General de Servicios 
Eléctricos y Gas y en uso de mis facul-
tades y lo dispuesto en el artículo 52 de 
la ley de Régimen Interior; 

"Resuelvo:". . . 
Vale decir, el antecedente que tuvo en 

consideración el Intendente de Santiago 
fue una resolución de la Dirección de Ser-
vicios Eléctricos y de Gas en que se re-
conocía expresamente que el Canal perte-
necía a la Universidad de Chile. 

Igualmente, el informe de Carabineros 
que llegó a la Comisión de la Cámara in-
siste en la misma idea y señala en la par-
te pertinente: 

. . . "por la cual la Intendencia de San-
tiago disponía llevar a cabo el allanamien-
to del local ubicado en Pedro de Valdivia 
N9 2454 de esta ciudad, en el cual fun-
cionaba el Canal 6 de Televisión de la 
Universidad de Chile " 

En síntesis, está fuera de toda duda 
que ha habido un atentado, y grave, en 
contra de la inviolabilidad del territorio 
universitario y, por consiguiente, de la 
autonomía universitaria. Y estos hechos 
son constitutivos de varios otros delitos, 
a los cuales no me referiré porque, en 
parte al menos, ya los abordó el Diputa-
do señor Riesco. Además, no lo haré en 
el ánimo de que los Diputados que esta-
mos sosteniendo esta acusación podamos 
terminar nuestra intervensión en el día 
de hoy. 
. En resumen, se ha cometido evidente-
mente el delito sancionado por el artícu-
lo 155 del Código Penal al haberse orde-
nado un allanamiento abusivo; se ha per-
turbado la posesión' pacífica de determi-
nados bienes, con lo cual se ha incurrido 
en el delito previsto en el N9 69 del ar-
tículo 158 del mismo texto legal; se ha 
cometido el delito de daños que sanciona 
el artículo 484 de ese Código; se ha pro-
cedido a efectuar detenciones arbitrarias, 
fuera de los casos previstos en la ley, con 
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lo que, además, se ha atentado contra la 
libertad personal garantizada en el nú-
mero 15 del artículo 10 de la Carta Fun-
damental, y, finalmente, se ha cometido, 
el delito a que se refiere el artículo 148 
del Código señalado. 

Por último, podríamos expresar que los 
valores o bienes jurídicos que se están 
defendiendo a través de esta acusación 
constitucional son de importancia extra-
ordinaria para cualquier democracia, en 
particular para Chile. Y esto es, en defi-
nitiva, lo que da más fuerza a este libelo 
acusatorio. 

Ya el Diputado señor Enrique Krauss 
se refirió a la libertad de expresión, fun-
damentalmente a la libertad de expresar-
se mediante la televisión, que reviste tan-
ta importancia en la sociedad moderna. 
Hemos señalado cómo ha sido violada la 
autonomía universitaria y la importancia 
que ella también tiene para cualquier so-
ciedad. Sobre este particular, quisiera re-
petir a los señores Senadores lo que ex-
presó el propio Ministro señor Gerardo 
Espinoza en la sesión 15^, celebrada por 
la Cámara de Diputados el 2 de julio, de 
1969, oportunidad en que, a mi juicio, de-
lfinio en forma muy clara y brillante en 
qué consiste la autonomía universitaria y, 
concretamente, la territorial. Dijo en ese 
entonces don Gerardo Espinoza: 

"Esté concepto fue retomado por nues-
tra Universidad en la época de su crea-
ción, en el año 1842, bajo la forma de la 
"inviolabilidad territorial" de la Univer-
sidad. Su origen medieval demuestra que 
es anterior a cualquier cuerpo legal de los 
Estados modernos y obviamente antecede 
en siglos a cualquier legislación positiva 
de nuestras repúblicas latinoamericanas. 

"Es efectivo que tal precepto no está 
estatuido en la legislación positiva pero 
no es menos cierta su eficacia en países 
latinoamericanos cuya inestabilidad polí-
tica hace imprescindible la existencia de 
un espacio físico que afiance la posibili-
dad de difundir conocimientos y empren-
der investigaciones a resguardo de la opi-

nión de poderes extraños al quehacer aca-
démico." 

En seguida agregó: 
"No sería posible garantizar el ejerci-

cio de la autonomía real de la Universi-
dad, en. los elementos ya citados, si no se 
estableciera la inviolabilidad del campus 
universitario... la inviolabilidad del es-
pado físico en que la universidad ejerce 
sus actividades." 

Luego, citando una declaración de la 

Comisión Central de Reforma de la Uni-
versidad de Chile, expresó: 

"La inviolabilidad territorial expresa el 
propósito de-buscar un adecuado respeto 
a los establecimientos universitarios que 
por ser sitios de debate ideológico perma-
nente están expuestos a la intromisión po-
licial so pretexto de delitos comunes cuya 
definición es tan amplia que permite con-
figurarlos cada vez que una posición ideo-
lógica sea inconveniente al régimen impe-
rante." 

En esa declaración de la Comisión Cen-
tral de Reforma de la Universidad de Chi-
le, se dejó constancia de cómo, mediante 
pretextos, pueden fácilmente desconocer-
se principios fundamentales en una demo-
cracia. Y nosptros creemos que cuando se 
están aduciendo razones técnicas para 
clausurar el Canal 6 de Televisión, en el 
fondo sólo se recurre a uri pretexto, por-
que lo que se está haciendo, en realidad, 
es atentar contra un medio de expresión 
que es fundamental para que exista pen-
samiento crítico en una democracia y 
para la existencia de un debido pluralis-
mo ideológico. Y es en defensa de esos 
principios fundamentales por los que so-
licitamos a los señores Senadores que se 
sirvan declarar culpable al Ministro del 
Interior por los delitos o abusos de poder 
que hemos denunciado. 

El señor AGUIRRE DOOLAN (Vic^ 
presidente).—Se levanta la sesión. 

—Se levantó a las 18.56. 

Dr. Raúl Valenzuela García, 
Jefe de la Redacción. 
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A N E X O S . 
i 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE LA 
HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFI-
CA LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO, CON 
EL .OBJETO DE INCORPORAR A LA. FUERZA AEREA 

DE CHILE EN SUS DISPOSICIONES. 

Con motivo del mensaje, informe y antecedentes que tengo a honra 
-pasar a manos de V. E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien pres-
t a r su aprobación al siguiente 

Proyecto de ley: 

"Artículo único.— Introdúcense las siguientes modificaciones a la 
Constitución Política del Estado: 

Artículo 10 

Reemplázase el inciso quinto de su N? 9, por el siguiente: 
"Una ley particular determinará el método de reclutas ,y reemplazos 

para las fuerzas de aire, mar y tierra.". 

Artículo 72 

En su N9 7, agréganse las palabras "y Fuerza Aérea" a continua-
ción de la expresión "Armada", sustituyéndose la conjunción "y" que la 
precede, por una coma (,). 

Reemplázase su N? 13 por el siguiente: 
"13.—Disponer de las fuerzas de aire, mar y tierra, organizarías 

y distribuirlas según lo hallare por conveniente". 
Reemplázase su N9 14 por el siguiente: 
"14.—Mandar personalmente las fuerzas de aire, mar y tierra con 

acuerdo del Senado. En este caso el Presidente de la República podrá re-
sidir en cualquier lugar ocupado por las armás chilenas."." 

Dios guarde a V. E. 
(Fdo.) : Luis Pareto.— Raúl Guerrero G. 

2 

INFORME DE LA COMISION DE GOBIERNO RE-
CAIDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONO-
RABLE CAMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA 
A LA MUNICIPALIDAD DE MAULLIN PARA CONTRA-

TAR EMPRESTITOS. 

Honorable Senado: 
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Vuestra Comisión de Gobierno tiene el honor de informaros acerca 
del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados —iniciado en 
moción del ex Diputado señor Klein—, que faculta a la Municipalidad 
de Maullín para contratar con el Banco del Estado de Chile, con la Cor-
poración de Fomento de la Producción u otras instituciones bancarias o 
de crédito, uno o más empréstitos, a un interés rio superior al corriente 
bancario y con una amortización que extinga la deuda en el plazo máxi-
mo de diez años, que produzcan hasta la cantidad de cuatrocientos mil 
escudos, que deberá ser destinada por la Corporación Edilicia a la rea-
lización de las obras de adelanto local que determinen los dos tercios de 
sus Regidores en ejercicio. 

El servicio de los créditos se costea con cargo a la tasa parcial del 
uno por mil del impuesto territorial destinada a este efecto —que en la 
actualidad asciende para la Municipalidad de Maullín a veintitrés mil 
ochocientos escudos anuales— y con cualquiera otra clase de fondos de 
las rentas ordinarias del municipio, con excepción de los necesarios para 
el pago de remuneraciones de su personal. 

En caso de.no contratarse el o los empréstitos, se faculta a la Mu-
nicipalidad para girar con cargo al rendimiento del tributo señalado e 
invertir directamente en las indicadas obras. 

Las demás normas del proyecto son las usuales en este tipo de pro-
posiciones de ley y no merecen mayor comentario. 

Vuestra Comisión aceptó la iniciativa en informe y, por unanimi-
dad, tiene el honor de recomendaros aprobarla en los mismos términos 
en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. 

Sala de la Comisión, a 13 de julio de 1972. 
Acordado en sesión de esta misma fecha, con asistencia de los Ho-

norables Senadores señores Lorca (Presidente), Aguirre Doolan y Con-
treras. 

(Fdo.) : José Luis Lagos L&pez, Secretario. 

3 

INFORME DE LA COMISION DE GOBIERNO RE-

CAIDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONO-

RABLE CAMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA 

A LA MUNICIPALIDAD DE LOS MUERMOS PARA CON-

TRATAR EMPRESTITOS. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Gobierno tiene el honor de informaros acerca 

del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados —iniciado en 
moción del ex Diputado señor Klein.—., que faculta a la Municipalidad de 
Los Muermos para contratar con el Banco del Estado de Chile, con la 
Corporación de Fomento de la Producción u otras instituciones banca-
rias o de crédito, uno o más empréstitos, a un interés no superior al co-
rriente bancario ,y con una amortización que extinga la deuda en un 
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plazo máximo de diez años, que produzcan hasta la cantidad de ochocien-
tos mil escudos, que deberá ser invertida por la Corporación Edilicia en 
la realización de diversas obras de adelanto local, detalladas en el ar-
tículo 39 de la iniciativa. 

El servicio de los créditos se costea con cargo a la tasa parcial del 
uno por mil del impuesto territorial destinada a este efecto, que actual-
mente asciende para la Municipalidad de Los Muermos a cincuenta mil 
novecientos escudos anuales. 

Én caso de no contratarse el o los empréstitos, se faculta al muni-
cipio para girar con cargo al rendimiento del tributo señalado e inver-
tir directamente en las indicadas obras. 

Las demás normas del proyecto son las usuales en este tipo de pro-
posiciones de ley y no merecen mayor comentario. 

Vuestra Comisión de Gobierno aceptó la iniciativa en informe y, por 
unanimidad, tiene el honor de recomendaros aprobarla en los mismos tér-
minos en qué lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. 

Sala de la Comisión, a 13 de julio de 1973. 
Acordado en sesión de esta misma fecha, con asistencia de los Ho-

norables Senadores señores Lorca (Presidente), Aguirre Doolan y Con-
treras. 

(Fdo.): José Luis Lagos López, Secretario. 
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INFORME DE LA COMISION DE GOBIERNO RE-

CAIDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONO-

RABLE CAMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA 

A LA MUNICIPALIDAD DE CALBUCO PARA CON-

TRATAR EMPRESTITOS. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Gobierno tiene el honor de informaros acerca 

del proyecto le ley de la Honorable Cámara de Diputados —iniciado en 
moción del ex Diputado señor Klein—, que faculta a la Municipalidad de 
Calbuco para contratar con el Banco del Estado de Chile, con la Corpo-
ración de Fomento de la Producción u otras instituciones bancarias o de 
crédito, uno o más empréstitos, a un interés no superior al corriente ban-
cario y con una amortización que extinga la deuda en el plazo máximo 
de diez años, que produzcan hasta la cantidad de doscientos cincuenta mil 
escudos, que deberá ser destinada por la Corporación Edilicia a la rea-
lización de diversas obras de adelanto local, detalladas en el artículo 39 

de la iniciativa. 
El servicio de los créditos se costea con cargo a la tasa parcial del 

uno por mil del impuesto territorial destinado a este efecto —que en la 
actualidad asciende para la Municipalidad de Calbuco a E9 20.800 anua-
les— y con cualquiera otra clase de fondos de las rentas ordinarias del 
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municipio, por ,1o que la iniciativa debe estimarse suficientemente finan-
ciada. 

En caso de no contratarse el o los empréstitos, se autoriza a la Mu-
nicipalidad para girar con cargo al rendimiento de la mencionada tasa 
parcial del impuesto territorial e invertir directamente en las obras se-
ñaladas. 

Las demás normas del proyecto son las usuales en este tipo de pro-
posiciones de ley y no merecen mayor comentario. 

Vuestra Comisión de Gobierno aceptó la iniciativa en informe y, 
por unanimidad, tiene el honor de recomendaros aprobarla en los mismos 
términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. 

Sala de la Comisión, a 13 de julio de 1973. 
Acordado en sesión de esta misma fecha, con asistencia de los Ho-

norables Senadores señores Lorca (Presidente), Aguirre Doolan y Con-
treras. 

(Fdo.) : José Luis Lagos López, Secretario. 
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INFORME DE LA COMISION DE GOBIERNO RECAIDO 

EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CA-

MARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA LA REALIZA-

CION DE CARRERAS HIPICAS EXTRAORDINARIAS, 

CON EL OBJETO DE ADQUIRIR BUSES PARA EL 

TRANSPORTE ESTUDIANTES. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Gobierno tiene el honor de informaros acerca 

del proyecto de ley de la Honorable Cámara» de Diputados —iniciado en 
Mensaje— que autoriza al Club Hípico de Santiago, al Hipódromo Chile 
de la misma ciudad y al Sporting Club de Viña del .Mar para' realizar 
una reunión anual en cada iüno de ellos, con el objeto de financiar la 
adquisición de buses para el transporte de estudiantes. Los recursos •co-
rrespondientes serán administrados por el Ministerio de Educación Pú-
blica. 

El inciso segundo del artículo 1? dispone que, por una sola vez, se 
destinará a ,1a compra de buses para el Instituto Nacional, el 70% del 
rendimiento líquido total que produzca .la iniciativa durante su primer 
año de vigencia. 

Finalmente, el artículo :2<? establece que la Junta de Adelanto de Ari-
ca podrá adquirir buses para el transporte de estudiantes que habiten en 
esa ciudad, para cuyo efecto se faculta al Hipódromo de ésta para rea-
lizar una reunión anual destinada .a este fin. 

El Honorable Senador señor Irureta manifestó que la proposición 
de ley en informe tiende a paliar la difícil situación que deben enfren-
tar los estudiantes en .materia de transporte hasta y desde sus estable-
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cimientos educacionales, y que la aprobación de la misma es esperada 
con gran interés por los alumnos. 

•La Comisión aprobó en general y particular la iniciativa, con la 
sola abstención del Honorable Senador señor Contreras, quien se mani-
fectó contrario a la fuente de financiamiento. 

En consecuencia, vuestra Comisión de Gobierno tiene el honor de 
recomendaros que aprobéis el proyecto de ley en informe en los mismos 
térmios en que l'o hizo la Honorable Cámara de Diputados. 

Sala dé la Comisión, a 13 de julio de 1973. 
Acordado en sesión de esta misma fecha, con asistencia de los Ho-

norables Senadores señores Lorca (Presidente), Aguirre Doolan y Con-
treras. 

(Fdo.) : José Luis Lagos López, Secretario. 
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INFORME PE LA COMISION DE GOBIERNO RECAIDO 

EN LA MOCION DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR' 

CONTRERAS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE-

LEY QUE AUTRIZA A LA MUNCIPAEIDAD- DE SAN 

ANTONIO PARA TRANSFERIR GRATUITAMENTE TE-

RRENOS DE SU PROPIEDAD A SUS ACTUALES 

OCUPANTES. 

Honorable Senado: 
Vuestra Comisión de Gobierno tiene el honor de informaros acerca 

del proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable Senador señor Con-
teras, que autoriza a la Municipalidad de ¡San Antonio para donar terre-
nos de su propiedad a sus actuales ocupantes. 

El señor Senador autor de la iniciativa expresó que, por diversas 
razones, el municipio referido no ha hecho uso de las disposiciones le-
gales que facultaron a las Corporaciones Edilicias para que —dentro de 
cierto plazo, que se encuentra vencido— otorgaran títulos de dominio, 
en forma gratuita, a los ocupantes de terrenos municipales. 

Esta circunstancia ha impedido regularizar la situación de cinco fa-
milias que, desde 1941, viven en un inmueble de la Municipalidad de San 
Antonio, ubicado en la calle El Sauce de dicha ciudad. 

Dichas familias han levantado sus viviendas en el mencionado terre-
no, invirtiendo sus ahorros, por más de treinta años, en repararlas y 
mejorarlas, no obstante lo cual sólo tienen la calidad de meras ocupan-
tes de las mismas. 

Con el objeto de solucionar definitivamente lo anterior, agregó Su 
Señoría, el municipio ha solicitado que se íe conceda la autorización ne-
cesaria para donar a tales personas los terrenos en referencia. 

Vuestra Comisión de Gobierno, por unanimidad, aceptó la inicia-
tiva y, en consecuencia, tiene el honor de recomendaros que aprobéis el 
siguiente 
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Proyecto de ley: 

Artículo único.—Autorízase a la Municipalidad de San Antonio pa-
ra transferir gratuitamente a sus actuales ocupantes los terrenos inscri-
tos a fojas 75 N? 186 del Registro de Propiedades del Conservador.de 
Bienes Raíces de San Antonio, correspondiente al año 1923, signados con 
el N? 8370^5 del Rol de Avalúos y Contribuciones de la comuna, con una 
superficie aproximada de 496 metros cuadrados y los siguientes deslin-
des: al Norte, en 20 metros, con calle El Sauce; al Sur, en 20 metros, 
con otros propietarios; al Oriente, en 41,50 metros, con propiedad de don 
Félix Verdejo, y al Poniente, en 43 metros, con propiedad de don Her-
nán Cortés y doña Nelly González.". 

Sala de la Comisión, a 16 de julio de 1973. 
Acordado en sesiones celebradas el 13 de junio del año en curso, con 

asistencia de los Honorables Senadores señores Lorca (Presidente), Agui-
rre Doolan, Jerez, Ochagavía y Toro, y el 13 de los corrientes, con asis-
tencia de los Honorables Senadores señores Lorca (Presidente), Aguirre 
y Contreras. 

(Fdo.): José Luis Lagos López, Secretario. 
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